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La Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, ANEF, en representación de las 
funcionarias y funcionarios públicos de la Administración Central del Estado, saluda a 
las y los integrantes del Consejo Asesor Presidencial, instancia ante la cual, haciendo 
uso del derecho que nos asiste como organización sindical de participar e incidir en 
las materias que nos afectan, en tanto ciudadanos y trabajadores/as, daremos a 
conocer nuestra visión y propuestas en el marco de la Reforma Previsional.  
 
 
 
1. INTRODUCCIÓN 
 

1.1. El contexto sociocultural.  
 
Nuestra propuesta emana desde el sentido trascendental de ser trabajadoras y 
trabajadores del Sector Público que, con vocación de servicio, entregamos nuestro 
diario esfuerzo para que las/os chilenos puedan ejercer sus derechos ciudadanos. 
Somos quienes estamos en todos los rincones del país, construyendo las rutas de las 
comunicaciones y el desarrollo; en la protección y promoción de los derechos de los 
niños/as, jóvenes, mujeres, ancianos, pueblos originarios y discapacitados; en la 
fiscalización y regulación de los mercados, en fin en todas las áreas que impactan a la 
ciudadanía.  Pero también somos quienes laboramos junto a la pobreza, y por ello 
conocemos de las necesidades y demandas de los más postergados de nuestro país.  
En nuestro trabajo cotidiano, palpamos el agudo impacto de la desigualdad que 
estremece la conciencia y el corazón de la sociedad chilena. 
 
En esta instancia nos parece relevante dejar establecido que los planteamientos que 
exponemos a este Consejo, surgen de un importante debate político-sindical que 
nuestra organización ha venido desarrollando en los últimos años y que concluye con 
el documento UN PROYECTO PAIS DE MAYORIAS, propuesta que pone en el 
centro del debate político sindical los temas y problemas que es necesario resolver 
con urgencia para superar los déficit democráticos y de equidad que cruzan la 
sociedad  chilena, que abra las puertas a la participación social y reponga a las 
organizaciones sociales y sindicales como actores fundamentales y decisivos en la 
redemocratización centrada en los derechos ciudadanos, individuales y colectivos, y 
en la construcción de un modelo de desarrollo económico sustentable, con equidad y 
justicia social.  
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Una realidad que debe cambiar 
 
Chile en las últimas décadas ha desarrollado un modelo de la sociedad que fomenta el 
individualismo, que encumbra el consumo al nivel de necesidad básica para el 
bienestar de las personas; exacerba la competencia, discrimina y estratifica a la 
población, que excluye a agrandes grupos y concentra la riqueza en unos pocos; y que 
centra en el mercado y el capital las expectativas de desarrollo de los ciudadanos. 
 
A 16 años de iniciado un nuevo transitar del país, tenemos una democracia anémica,  
meramente formal, sólo restringida al espacio electoral; con institucionalidad pública 
y actores políticos que mantienen una cultura autoritaria, con escasa voluntad política 
para abrir canales que permitan compartir con la ciudadanía el quehacer público, lo 
que ha derivado en la pérdida de confianza en el sistema político, en la ausencia de 
sueños colectivos y baja participación en la vida democrática. 
 
Las personas, las organizaciones sociales y sindicales, en definitiva, la sociedad, se 
encuentra atomizada por efectos de este mismo modelo, descreída, con expectativas 
no cumplidas, con organizaciones centradas en su quehacer cotidiano, con poca visión 
o perspectiva de futuro, lo cual dificulta idear un proyecto de país que nos inspire o 
motive a ser parte de un modelo de sociedad humanista, libertaria, democrática, 
incluyente, integradora, innovativa, justa y solidaria. 
 
Se ha construido una gobernabilidad supeditada a los equilibrios macroeconómicos, 
focalizada en el comercio internacional y en la reducción creciente de la influencia 
estatal, que condiciona fuertemente al Estado en el diseño e implementación de sus 
políticas públicas, protegiendo los intereses del capital por sobre los de la población 
chilena, y que no privilegia nuestras históricas relaciones con los países hermanos de 
América Latina, con quienes hemos tenido y deberíamos mantener los mejores lazos 
culturales, económicos y sociales. 
 
La evidencia muestra que la reducción de la influencia del Estado y los Servicios 
Públicos en materias de regulación y fiscalización en sectores en donde empresarios 
privados han demandado y obtenido roles determinantes, ha generado 
recurrentemente situaciones de abuso y desprotección que afectan a importantes 
segmentos de la población, impidiendo el ejerció de sus derechos más esenciales, 
como salud, trabajo, vivienda, educación, justicia, entre otros, creándose brechas de 
inequidad, daño y exclusión social, de las cuales, paradojalmente, casi siempre 
terminan haciéndose responsables a los organismos del Estado , con el consiguiente 
costo de imagen y credibilidad. 
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El trabajo y el empleo se hace cada día más precario, constituyéndose en un factor 
determinante que explica la tremenda brecha entre ricos y pobres. El seguro de 
cesantía, la creación de más juzgados laborales y de cobranza previsional, y la 
reducción de la jornada laboral son avances reconocidos en materia laboral, pero en lo 
absoluto son suficientes y no abordan la problemática de manera estructural.  
 
El 70% de la población recibe salarios insuficientes que le impiden tener una calidad 
de vida digna; sólo el 32,1% de las y los chilenos tienen un empleo decente, con 
remuneración justa, contrato y cotizaciones al día, miles de trabajadores/as son 
subcontratados y se desempeñan en las condiciones más precarias, sin amparo de las 
leyes, por lo tanto, excluidos del derecho a la seguridad social.  Esto se ve acrecentado 
por la cultura empresarial que vulnera impunemente las leyes laborales y sociales, con 
múltiples y escandalosas prácticas antisindicales y que externaliza actividades propias 
de las empresas para abaratar costos.  
 
En el Sector Público sobre un 45% de la fuerza laboral tiene empleos temporales, 
precarios y sin carrera funcionaria. Miles de funcionarias/os a contrata y a 
honorarios dan cuenta de esta realidad. En la última década la brecha salarial se ha 
duplicado, a pesar de las mejoras logradas por las organizaciones sindicales. Los 
estilos de dirección mantienen enclaves autoritarios que se reflejan en la falta de 
voluntad de las autoridades para implementar políticas participativas en la fijación de 
las condiciones laborales, económicas y sociales de los/as trabajadores públicos y en 
los procesos de Reforma del Estado.  Los directivos públicos que han sido designados 
en estos últimos años se caracterizan por haber aprendido lo más condenable de la 
dictadura: formas de gestiones verticales, autoritarias, desligados del respeto y trabajo 
en equipo. 
 
La deshumanización del trabajo se ha instalado de manera vertiginosa y las personas 
se transforman en un insumo más de la cadena productiva. Los criterios económicos 
priman por sobre las necesidades de la población.  
 
La protección social bajo el esquema de las políticas liberales implementadas desde 
hace más de veinte años, dejan al descubierto las serias limitaciones y carencias del 
sistema, que en lo sustancial remiten sus beneficios sólo a la cuarta parte de la 
población de mayores ingresos. 
 
En el sistema privado de pensiones, las AFP, poco menos de la mitad de la población 
no obtendrá ningún tipo de beneficios. La población no atendida por las AFP se verá 
obligada a recurrir a pensiones asistenciales otorgadas por el Estado. Por otra parte, 
una gran mayoría de las/os trabajadores que perciben bajos salarios tendrán un ahorro 
previsional que no les permitirá superar la pensión mínima garantizada.  
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La inequidad del sistema se agudiza para alrededor de un 3% de las/os afiliados, a 
quienes sus empleadores les descuentan las imposiciones pero no las cancelan a la 
AFP; para 8 de cada 10 mujeres, cuyo rol materno les origina una escasa cobertura; y 
para todos los cotizantes, por las altas comisiones que cobran las AFP - que superan el 
20% de lo cotizado por administrar el otro 80% -, la escasa competencia, y la falta de 
regulación del mercado, en el cual solo tres administradoras concentran el 79% de los 
afiliados. 
 
Particularmente dramática es la situación que afecta a cientos de miles de  
trabajadoras/es del Sector Público, quienes fueron forzados a abandonar el antiguo 
sistema de reparto (INP), y se encuentran impedidos de jubilar ya que percibirían 
como pensión un tercio de su remuneración en actividad, lo que les condena a una 
vejez de indigencia o a morir en sus puestos de trabajos. La nula voluntad de los 
gobiernos de la concertación para dar solución a estos/as compañeros/as impacta 
gravemente las relaciones laborales en la Administración Pública, y denigra la vida de 
los/as funcionarios/as que aspiran a una vejez digna. 
 
Lo anterior, se agudiza para las y los funcionarios de la Dirección General de 
Aeronáutica que desde 1985 cotizan en el sistema privado de pensiones sólo por un 
60% de su remuneración, cuestión que no se ha corregido en las normas previsionales 
que rigen para esa institución. 
 
Por otra parte, los servidores públicos que laboran en las regiones extremas de nuestro 
país, sufrirán una importante impacto en la tasa de reemplazo de su pensión debido a 
que la Asignación de Zona, emolumento porcentualmente importante en los salarios, 
no tiene el carácter de imponible, por lo tanto, al momento de jubilar la pensión no 
responderá a las necesidades de costo de vida de esas localidades, fundamento de esta 
asignación. 
 
Ante esta situación se vuelve cada vez más manifiesta la exigencia de respetar los 
derechos de las y los trabajadores consagrados en las leyes y de construir nuevos 
derechos sociales.  Los chilenos quieren recibir los frutos del progreso que en justicia 
les corresponde. 
 

 
Somos herederos de un rico legado 
 
La Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, ANEF, con su historia de lucha 
democrática y social, con el legado de sus grandes líderes, como Clotario Blest y 
Tucapel Jiménez, y con la fuerza moral de sus principios y su unidad, advierte que es 
el momento de innovar y renovar para resolver los graves problemas de equidad y 
falta de oportunidades, pero además, para modificar sustancialmente las lógicas 
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políticas que se han implementado durante los últimos años, y que cada vez alejan a la 
población chilena de la vida pública del país. 
 
Queremos Un Chile con relaciones laborales modernas, que fomente el empleo 
decente, con salarios que aseguren una vida digna, que resguardo los derechos de los 
trabajadores, con un sistema de negociación colecita real y en igualdad de 
condiciones, que reduzca la actual e histórica asimetría de poder que existe entre el 
empresariado y los trabajadores.  Una producción de bienes y servicios que debe estar 
acompañada de la responsabilidad social de las empresas y de la igualdad de 
oportunidades económicas y que proteja el medio ambiente. 
 
Es preciso afianzar los contratos de duración indefinida y extender el derecho a la 
negociación colectiva y a la huelga, ampliando sus ámbitos a materias como la 
higiene, la seguridad y la capacitación, para hacer efectiva la incidencia de los 
trabajadores privados y públicos organizados sobre sus condiciones de trabajo. 
 
La participación, eje central de la democracia 
 
Reivindicamos una participación como habilitación social o empoderamiento, referida 
a la participación en la toma de decisiones y control social de los compromisos 
públicos, asociados al involucramiento de los/as ciudadanos/as y sus organizaciones 
en los asuntos de interés público que implica ejercicio de derechos de ser informado, 
de opinar o reclamar, de proponer,  de apelar o impugnar decisiones de la autoridad.  
 
Con esta visión y concepción de participación, el pasado 7 de enero, la Presidenta 
Michelle Bachelet, comprometió con nuestra organización, “una profunda reforma al 
sistema de pensiones que permita que todas las chilenas y chilenos tengan pensiones 
dignas y decentes.  Esta reforma incluirá la participación ciudadana, de las 
organizaciones y de todos los sectores involucrados.  Su compromiso fue que una de 
las primeras medidas será nombrar de inmediato un Consejo de Reforma Previsional, 
con la participación activa de todos y sin duda de la ANEF”. 
 
El compromiso, además, se hace cargo de materias previsionales que afectan a nuestro 
sector, en relación a “implementar a la brevedad un mejoramiento de las condiciones 
de retiro de los funcionarios públicos, en base al proyecto en trámite en el 
Parlamento, y dar prioridad a un solución adecuada a los funcionarios que fueron 
afectados por el Daño Previsional causado en los años 80, instruyendo al Consejo de 
Reforma Previsional que incluya el tratamiento de este tema en su labora y proponga 
medidas pertinentes, de acuerdo con una política de gasto público acorde con un 
manejo responsable de la economía y del gasto fiscal”.1 

                                                                 
1 Ver Anexo Nº 2. 
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Sin embargo, la conformación del Consejo Asesor Presidencial da cuenta de que se ha 
optado por una participación meramente consultiva, impidiendo el legítimo derecho 
que le asiste a la ciudadanía organizada, especialmente a las organizaciones 
sindicales, a participar efectivamente en el proceso de reforma que se impulsa. En 
consecuencia, el compromiso de la actual Presidenta de la República con la ANEF no 
se ha concretado íntegramente en esta instancia. 
 
 
1.2   La Seguridad Social: un derecho ciudadano. 
 
Para la ANEF, la Reforma Previsional, se inscribe en el llamado de la Presidenta de la 
República, para establecer un “sistema de protección social que incluya a todas y 
todos los chilenos”, y por lo tanto, debe necesariamente recoger la universalidad de 
este planteamiento. 
 
Entendemos que “la seguridad social es la protección que una sociedad proporciona 
a los individuos y los hogares para asegurar el acceso a la asistencia médica y 
garantizar la seguridad del ingreso, en particular en caso de vejez, desempleo, 
enfermedad, invalidez, accidentes del trabajo, maternidad o pérdida del sostén de 
familia”. 
 
La seguridad social está claramente definida en los Convenios de la OIT y en los 
instrumentos de la ONU como un derecho fundamental. Definida en términos 
generales como un sistema basado en cotizaciones que garantiza la protección de la 
salud, las pensiones y el desempleo, así como las prestaciones sociales financiadas 
mediante impuestos, la seguridad social se ha convertido en un reto universal en un 
mundo globalizado 
 
Esta tiene una profunda repercusión en todos los sectores de la sociedad.  Hace que 
las y los trabajadores y sus familias tengan acceso a la asistenta médica y cuenten con 
protección contra la pérdida de ingresos, sea durante cortos períodos en caso de 
desempleo, maternidad o enfermedad, sea durante períodos largos debido a la 
invalidez o a un accidente del trabajo.  Proporciona ingresos a las personas durante 
sus años de vejez. 
 
Los niños se benefician de los programas de seguridad social destinados a ayudar a 
sus familias para cubrir los gastos de educación. Para los empleados y las empresas, la 
seguridad social ayuda a mantener relaciones laborales estables y una fuerza de 
trabajo productiva.  La seguridad social puede contribuir a la cohesión social y al 
crecimiento y desarrollo general del país, mediante la mejora de las condiciones de 
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vida, amortiguando los efectos de las transformaciones estructurales y tecnológicas en 
las personas. 
 
La seguridad social ha sido considerada como un derecho humano básico en la 
Declaración de Filadelfia de la OIT (1944), y en su Recomendación sobre la 
Seguridad de los medios de vida, 1944 (Num. 67). 
 
Es un derecho confirmado en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
1948, y en el Pacto Internacional sobre Derecho Económicos, Sociales y Culturares, 
en 1966. 
 
Los Convenios Nºs, 102, sobre la seguridad social, 118 sobre igualdad de trato, 121, 
sobre las prestaciones en caso de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, 
128 sobre las prestaciones de invalidez, vejes y sobrevivientes, 130 sobre asistencia 
médica y prestaciones monetarias de enfermedad, 157 sobre la conservación de los 
derechos en materia de seguridad social, 168 sobre el fomento del empleo y la 
protección contra el desempleo y el 183, sobre protección de la maternidad, confirman 
las políticas de extensión de la seguridad social impulsada por la Organización 
Internacional del Trabajo.  
 
En materia de vejez y pensiones, es el Convenio Nº 35, el primero que establece un 
seguro obligatorio de vejez que otorgue pensiones a los trabajadores/as, que plantea la 
contribución de asegurados, empleadores yde los poderes públicos  a la constitución 
de los recursos de este seguro. La amplia visión de esta Convenio, incluso, establece 
que la administración del seguro debe estar radicada en instituciones que no persigan 
ningún fin lucrativo, creadas por los poderes públicos, o por cajas de seguro de 
carácter público y la participación de los representantes de los asegurados en la 
administración de las instituciones de seguro.2 
 
El Derecho Internacional y el Derecho Nacional al reconocer la seguridad social como 
un derecho, rescatan el principio de la solidaridad de la especie humana y rechaza 
toda forma de marginación de cualquier miembro de la sociedad. 
 

 
1.3. Estado y sociedad civil organizada frente al tema del derecho a la 

seguridad social y a un sistema previsional digno y justo.  
 

El Estado chileno democrático y republicano, históricamente ha sido un actor 
fundamental para el desarrollo social y cultural de nuestra nación en aspectos 

                                                                 
2  Ver Anexo Nº 3. 
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fundamentales como la seguridad social, la educación, la salud, el trabajo, la vivienda 
y la cultura, entre otros.  

 
La Anef, en consecuencia con esa tradición democrática y republicana de nuestro 
Estado sostiene hoy como un imperativo ético y social del país, la construcción de un 
Estado democrático, activo, participativo, solidario, responsable del ejercicio efectivo 
de los derechos y libertades personales y sociales de los chilenos y chilenas.  
 
El Estado ha de ser agente y promotor de la igualdad de oportunidades y del pleno 
desarrollo integral del país. 
 
El Estado es, en la democracia social y participativa que postulamos, un instrumento 
para lograr desarrollo y bienestar social de las grandes mayorías. 
 
El Estado que propiciamos debe garantizar y asegurar entonces el ejercicio de los 
derechos ciudadanos entre los cuales el de la seguridad social, que incluye un sistema 
previsional justo y digno, es un derecho humano, social y ciudadano fundamental.  
 
La sociedad chilena aspira a recuperar y profundizar una democracia que respete los 
derechos de los trabajadores y los derechos sociales como una pensión y vejez digna. 
 
La sociedad civil organizada, en la cual se inscribe el movimiento sindical, junto a 
tantas otras diversas expresiones y organizaciones sociales, aspira a establecer una 
sociedad justa en la que prevalezca una plena democracia política, social, económica 
y cultural, que garantice a todos igualdad en dignidad, oportunidades y derechos, que 
permita fortalecer sus proyectos de vida, acceder a medios de vida dignos y a las 
diversas expresiones de la cultura. 
 
Una sociedad cuyo eje central sea el ejercicio de derechos en pro de la calidad de vida 
humana, una democracia que fortalezca la responsabilidad colectiva, una sociedad 
más equitativa donde la distribución del poder y la riqueza lleguen a todos. 
 
La Anef como sujeto y actor social representativo de los/as trabajadores/as de la 
administración del estado chileno y como parte del movimiento social y sindical 
chileno, aspira también a un sistema de seguridad social que incluya un sistema 
previsional que otorgue seguridad, dignidad y calidad de vida a los ciudadanos y a los 
trabajadores activos y pasivos.  
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2.     EL ROL HISTÓRICO DE LA ANEF EN LA PREVISIÓN SOCIAL. 
 
 

2.1. Desde su fundación y en su tradición de lucha. 
 
Desde sus orígenes y fundación la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, 
ANEF, bajo la figura señera de don Clotario Blest estuvo a la cabeza de la lucha por 
conseguir más justicia y solidaridad en el sistema previsional chileno. Esta demanda 
siempre fue una de las banderas más importantes  que encabezó la acción sindical de 
la ANEF, en tiempos que la mayoría de los trabajadores chilenos se encontraban en el 
antiguo sistema previsional. 
 
Tucapel Jiménez sucesor de Don Clotario, presidente mártir de la ANEF,  fue quien 
lideró el rechazo y cuestionamiento profundo a la implantación coercitiva del sistema 
de capitalización forzosa individual de las AFP. La ANEF criticó la millonaria 
campaña publicitaria para convencer y forzar a millones de trabajadores a afiliarse  a 
las nuevas administradoras del fondo de pensiones.3  
 
En la misma senda Luis Aguilar, Abogado, dirigente ANEF y del INP, fue el gran 
impulsor, en la década del noventa del estudio y propuesta de la ANEF  en torno a una 
solución al Daño Previsional que sufren miles de funcionarios públicos que no se 
pueden retirar a la edad normal de jubilación porque recibirán una pensión indigna y 
miserable. Esa fue la tarea del Consejo Previsional de la ANEF que ha funcionado 
desde fines de la década del 90 y que culminó con la presentación de la propuesta 
ANEF sobre la reforma al sistema previsional chileno el año 2000. 
    
 
2.2 La implantación del sistema en la década del 80.  
 
La dictadura militar que tuvo como base la implantación del sistema económico 
neoliberal y una nueva normativa laboral (Plan Laboral), diseñó también un nuevo 
sistema de pensiones de capitalización individual forzosa que había de ponerse en 
marcha desde mayo del año 1981. 
 
Desde finales de los setenta fue evidente que, producto del aislamiento internacional 
del régimen militar y las condiciones económicas mundiales, el país se vería 

                                                                 
3 Ver Anexo Nº 4. 
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enfrentado a una seria crisis, siendo necesario entonces "crear' nuevas fuentes de 
financiamiento para el sector empresarial, único privilegiado del régimen militar. 
 
José Piñera, Ministro del Trabajo y Previsión Social de la época fue el ideólogo del 
nuevo sistema: creó un ahorro obligatorio con aporte sólo de los trabajadores, que no 
era otra cosa que el sistema de capitalización disfrazado bajo el pretexto de otorgar 
pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia. Tenía, asimismo, un ingrediente 
satisfactorio para los empleadores y era el hecho de no aportar la parte patronal, en 
contraposición con el princip io solidario.  
 
La ANEF se opuso tenazmente antes y después de la implantación del nuevo sistema. 
Tucapel Jiménez entonces Presidente de la ANEF, e integrante del “Grupo de los 10”, 
denunció y lideró una campaña para que los trabajadores/as no se traspasasen a las 
AFP. Se realizaron seminarios en varios puntos del país y se realizaron inserciones en 
la prensa  llamando a los trabajadores a no cambiarse del sistema, hecho que pasó casi 
inadvertido frente al despliegue global del aparato comunicacional en manos del 
empresariado.4 
 
En su Declaración de septiembre de 1980 el “Grupo de los 10” señalaba: “ A nuestro 
juicio la persistencia en imponer el sistema de capitalización individual está 
destinado exclusivamente a entregar más oxígeno al mercado de capitales dentro del 
esquema económico neoliberal ya implantado y constituye el último eslabón en la 
escala de expropiación y explotación de los trabajadores”. 5  
 
Los medios de comunicación realizaron una campaña previa destinada a desprestigiar 
el antiguo sistema, pese a que con los bienes de las cajas de previsión el Gobierno 
salvó de la quiebra a la principal y más antigua empresa periodística del país.  
 
La campaña de afiliación masiva puso el acento entonces en que quienes se quedaban 
en el INP eran imbéciles pues ganaban menos sueldo líquido y tendrían un futuro 
previsional incierto.  
Y todo, teniendo como sustrato histórico-político y social, la fuerza opresiva 
omnipotente del régimen militar.  
 
La creación de las AFP cambió radicalmente el sistema previsional chileno que era 
producto de  una gran lucha y  conquista social y política de los sectores medios y 
populares en la década de 1920. Dicho sistema había permitido avances importantes 
en la seguridad social comparada con el resto de los países de América Latina. Nace 
un sistema de pensión donde el patrón no aporta absolutamente nada. Todo debe 

                                                                 
4 Ver Anexo Nº 5. 
5 Ver Anexo Nº 9. 
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solventarse con el aporte o pago del trabajador. Se acabó con el sistema de reparto y 
de solidaridad. 

La dictación del Decreto Ley No 3.500 fue la culminación de un proceso iniciado por 
las autoridades militares y en cuya implementación incidieron las circunstancias 
históricas, económicas y sociales de la época.  
 
La estrategia consistió primero, en destruir el Sistema de Reparto con el desprestigio 
de las Cajas de Previsión como instrumentos para generar buenas pensiones; con la 
extinción de beneficios habitacionales, médicos y de desempleo; en fin, con la 
creación de un virtual organismo liquidador, como lo fue en sus inicios el Instituto de 
Normalización Previsional. Hasta en esto fueron sutiles los autores del Sistema de 
Capitalización, procuraban dar la impresión que el Sistema imperante estaba 
desquiciado y que requería, al igual que en las políticas de tierra arrasada, con natural 
lógica de guerra, no dejar sobrevivientes. Felizmente, se equivocaron y hoy, el 
Sistema de Reparto, aún vigente por la fuerza de los hechos, ha permitido demostrar 
la iniquidad del llamado Nuevo Sistema.  
 
Lo segundo, en la mecánica de disolución, fue una planificada política 
comunicacional,  en que junto con publicitar el nuevo producto se desprestigio el 
Sistema de Reparto, tildándolo peyorativamente como el "antiguo sistema" 
menoscabando sus beneficios y resaltando las bajas pensiones y de todo lo cuál ha 
perdurado en el tiempo la figura del "quedado", aquel atolondrado imponente que no 
era capaz de ver las bondades del Nuevo Sistema. 6 
 
 
2.3. La lucha de la ANEF durante el proceso de reconstrucción democrática. 

1990-2006. 
 

Los tres Gobiernos de la Concertación ( Presidentes Aylwin, Frei y Lagos) no 
acometieron durante sus administraciones un proceso de reforma al sistema 
previsional basado en la capitalización individual administrada por las AFP. 

 
En el marco macroeconómico estos Gobiernos no realizaron modificaciones 
profundas al modelo económico. Más bien focalizaron un mayor gasto del estado en 
una política social y de inversiones públicas ligadas al proceso productivo nacional y 
al crecimiento económico. 
 
En el ámbito previsional durante el Gobierno de Patricio Aylwin se dictó la Ley Nº 
19.200 que mejoró sustantivamente la base de cálculo para las pensiones del sistema 

                                                                 
6  Ver Anexo Nº 5. 
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INP. Sin embargo, el sistema de administración privada no sufrió modificación 
alguna. Por la vía de un Proyecto de Ley y  fruto de una gran conquista gremial 
(ANFUP) Gendarmería de Chile, el personal de dicho Servicio Público retornó desde 
el sistema de A.F.P. a DIPRECA desde donde habían sido traspasados en contra de su 
voluntad. Esto demostró que sí era posible con lucha gremial y con voluntad política 
volver al sistema de reparto público. 
 
Frente a las demandas de la ANEF y las organizaciones del sector público, el 
Gobierno esgrimió como argumento el supuesto rol que cumplen las AFP en el 
sistema económico como instancias dinamizadoras de la economía por el poder de 
inversión que tienen el cual genera trabajo y crecimiento.  
 
Frente a la situación evidente del Daño Previsional que impedía e impide que quienes 
tengan la edad para jubilar puedan retirarse con una pensión digna, debido a que la 
jubilación es voluntaria,  el Gobierno en 1995 (proyecto de ley de reajuste de 
remuneraciones) intentó decretar el retiro forzoso de dichos funcionarios, situación 
que afortunadamente no prosperó. 
 
La ANEF desde el inicio de los ´90 retoma la lucha por la solución al Daño 
Previsional que consiste básicamente en que quienes se traspasaron en la década del 
noventa del sistema INP a las AFP hoy jubilan con menos de un tercio de la 
remuneración activa. Esta diferencia se produce entre otros factores por la 
subcotización y por el valor del bono de reconocimiento. 
 
En todas las Asambleas Nacionales este tema fue planteado en la plataforma de lucha 
y negociación de nuestra organización ante el Gobierno, el cual se negó a incluir el 
tema en la Mesa de Negociación sectorial y del sector público hasta fines del año 
2001. 
 
Producto del trabajo y de la movilización alcanzada, la ANEF en 1998 formó el 
Consejo Previsional cuya principal tarea fue elaborar la Propuesta de año 2000 para 
solucionar el Daño Previsional. Propuesta que incluye como solución el retorno del 
universo de trabajadores dañados al INP para obtener una pensión digna y justa, 
estableciendo la libertad de afiliación. 7 
 
Durante los últimos años, la ANEF ha demandado en la Mesa del Sector Público y en 
la Mesa Sectorial una solución al problema del daño previsional sin obtener una 
respuesta satisfactoria. Se han desarrollado procesos de movilización, asambleas 
informativas, paros nacionales de la ANEF y de todo el sector público, campañas 
comunicacionales, en todo el país, etc. 

                                                                 
7 Ver Anexo Nº 8. 
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En la negociación de la mesa del Sector Público no hubo solución al Daño 
Previsional. La  ANEF planteó como propuesta la creación del Fondo Solidario 
Transitorio de Reparación (FOSTRAR) con los fondos acumulados y los bonos de 
reconocimiento de los afectados. Dicha propuesta fue acogida, respaldada y 
patrocinada por el entonces Presidente del Senado, Don Andrés Zaldívar Larraín.8 
 
Como paliativo, el Gobierno, sin acuerdo con la ANEF, envió al Congreso Nacional 
en noviembre de 2005, un proyecto de bono post-laboral de $50.000.- para mejorar las 
condiciones de retiro de los funcionarios públicos con más bajas remuneraciones, 
dejando pendiente la solución al Daño Previsional.  
 
La ANEF  sigue luchando por resolver a fondo este tema y encuentra en la reforma al 
sistema previsional chileno la oportunidad cierta de solución definitiva, tal como se 
expresara en uno de los compromisos de la presidenta Michelle Bachelet con nuestra 
organización. 
 
3.  EL MODELO Y LA SEGURIDAD SOCIAL: EL FRACASO DEL 

SISTEMA DE LAS AFP.  
 
 
3.1.  La supremacía del mercado por sobre las personas y la Sociedad. 
 
El actual sistema previsional del país muestra una total correspondencia con el 
modelo económico-social imperante. Por sus brutales efectos, tanto uno como otro, 
deben experimentar profundas transformaciones. 
 
El modelo genera injusticias e inequidades para las grandes mayorías de la Sociedad. 
Subordina a las personas y sus derechos más esenciales a la lógica deshumanizada del 
mercado, por encima de cualquier otra valoración humana y social.  
 
Del mismo modo ocurre con el sistema previsional. La abusiva apropiación de los 
fondos aportados forzosamente por los trabajadores a los propietarios de la AFP, se 
efectúa en tales condiciones, que su producto son ínfimas pensiones, incompatibles 
con el justo derecho a una vejez digna y decente, al cabo de un tiempo en que los 
aportes previsionales sirvieron a los dueños de las AFP para incrementar de un modo 
inmoral sus grandes riquezas y privilegios. 
  
Eso explica la creciente conciencia de los trabajadores y su movilización para exigir 
su cambio, lo que ha impuesto la necesidad de modificar el sistema previsional.  

                                                                 
8  Ver Anexo Nº 10. 
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Existe un extendido consenso de que el sistema privado de pensiones ha fracasado, 
por más que los poderosos  intereses que la manejan  intenten mantenerlo a través de 
cambios a lo Gato Pardo. 
 
Hoy es posible constatar una gran concordancia que la cobertura y el monto de las 
pensiones son muy bajas y discriminatorias, la garantía estatal no es efectiva y las 
AFP constituyen un oligopolio poco transparente, de costos elevadísimos y utilidades 
escandalosas. 
 
Esta situación originó que todos los candidatos presidenciales reconocieran y 
prometieran reformas. Por eso la Presidenta Michelle Bachelet se comprometió a que 
éste sería el gran proyecto de su gobierno, proponiendo una comisión “ampliamente 
representativa” para trabajar en la reforma. 
 
Desgraciadamente esto no ha sido así, y a pesar de la firma de un documento de 
compromiso en que se aseguró la presencia de la ANEF, entre otros representantes de 
los trabajadores -quienes somos los que aportamos, queramos o no, los millonarios 
fondos previsionales-, finalmente no estamos presentes en esta instancia. 
 
 
Se creó una comisión, al igual que otras creadas últimamente por el gobierno, en las 
que “hacen nata los economistas, los técnicos, los escritores de papers, los empleados 
de grupos empresariales, los académicos, los intelectuales orgánicos y los policy 
makers.... en una palabra, esas comisiones sólo las integran quienes forman parte de 
esa nueva nobleza que, según Bordieu, se instala más temprano que tarde en el 
Estado.”9 
 
Coincidimos con el Vicerrector Académico de la Universidad Diego Portales, en que 
no “basta ser fiel a los hechos para resolver todos los problemas, suprimir los 
desacuerdos y reconciliar todos los conflictos”. Al igual que Peña no creemos que los 
problemas sociales son un “déficit de saber”, y si “un asunto de intereses o de formas 
de dominación”. 
 
La ANEF se siente parte de esos millones de hombres y mujeres todavía ausentes en 
la conceptualización, diseño, puesta en práctica y evaluación de todo aquello que le 
concierne o preocupa. 
 
Y pocos asuntos  son más de la preocupación central para nosotros que lo relacionado 
con una seguridad social decente y digna, que nos asegure al cabo de una vida de 

                                                                 
9 Artículo “El fin de la política”, de Carlos Peña G., “El Mercurio”, Pág. D15, Domingo 23/04/06. 
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esfuerzos y trabajos al servicio del Bien Común de todos los chilenos, que contar con 
una vejez justa y buena.  
 
Sabemos que afrontamos a las poderosas empresas que controlan las AFP, las cuales 
están muy organizadas y en campaña permanente, financiada con nuestras propias 
cotizaciones, para que todo siga más o menos igual que hoy. Ellos son los grandes 
beneficiarios del esquema actual, es decir, los grandes receptores del ahorro forzoso 
de los asalariados, que lucran con su manejo y administración.  
 
En su beneficio incide la concepción de economistas y otros especialistas, en quienes 
prevalece más un interés en demostrar que “el mercado funciona” en esta materia, y 
que éste puede efectivamente resolver el problema previsional.  
 
Por nuestra parte, nosotros estamos fuertemente comprometidos en organizar un vasto 
movimiento social y ciudadano, activo e informado para exigir que sus demandas 
sean atendidas por el nuevo Gobierno, tal como lo prometió.  
 
 
 
 
3.2. El fracaso del modelo previsional heredado de la dictadura.10 
 
a) Las AFP son un oligopolio de alto costo y poco transparente.  
 
Las AFP se han reducido a sólo seis empresas, la mayor de las cuales administra los 
fondos de más de un 40% de los afiliados, superando las tres mayores el 80%. 
 
Su negocio tiene un costo elevadísimo. Las comisiones netas cobradas a sus 
cotizantes fueron 199.857 millones de pesos (2004). A ello hay que agregar el cobro 
de comisiones por 134.942 millones, destinadas al seguro de invalidez y 
sobrevivencia, el que las AFP contratan con empresas relacionadas, en casi todos los 
casos. 
 
Las AFP presentan gastos de operación elevadísimos, que incluyen 855 millones de 
pesos en remuneraciones al Directorio (17 de los cuales, incluyendo al presidente de 
su asociación, fueron ministros de la dictadura militar que las creó), y 30.542 millones 
de pesos en gastos de comercialización (2004). 
 

                                                                 
10 La información considerada, salvo que se indique lo contrario, fue extraída  de estudios efectuados por CENDA y la 
Subsecretaría de Previsión Social. Ver Anexos Nº 6 y Nº 7. 
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Aún después de descontar los gastos señalados y otros, las utilidades de las AFP son 
de 112.314 millones de pesos (2004). La rentabilidad promedio sobre activos fue de 
50% al año, en promedio, entre 1998 y 2003, según la Universidad Católica. 
 
Las comisiones de las AFP no tienen topes establecidos por ley, a pesar que se trata 
de una industria en la cual todos los asalariados están forzados por ley a cotizar. No 
obstante, que otras lucrativas empresas de servicio público, en cambio, como la 
electricidad, las sanitarias y los teléfonos, y otras, tienen tarifas topes fijadas por ley.  
 
Las AFP mantienen una estrecha red de empresas relacionadas, los bancos que son 
sus propietarios exigen a sus vendedores comercializar otros productos suyos (con lo 
cual los cotizantes pagan la fuerza de venta de los bancos), influyen en las empresas 
en las cuales invierten los fondos de los cotizantes, muchas veces por intereses de 
grupo y aún políticos (recuérdese el caso Enersis, cuando los directores nombrados 
por las AFP intentaron vender Endesa a una firma estadounidense como represalia por 
la detención de Pinochet en Londres). 
 
Una tercera parte de los fondos están invertidos en el exterior y en algunos fondos 
cerca del 80% está en acciones de bolsa, lo que en algún momento puede redundar en 
fuertes pérdidas para los cotizantes. 
 
b) El pésimo trato que se otorga a los Pensionados.  
 
Actualmente (2005), un total de 1.178.185 adultos mayores perciben pensiones 
públicas de algún tipo, incluyendo 744.605 pensiones no asistenciales (sistema 
antiguo), 235.433 pensiones asistenciales, ambas pagadas por el INP, 65.000 garantías 
de pensiones mínimas a afiliados a las AFP, y 133.147 pensiones de CAPREDENA y 
DIPRECA. Dos tercios de las pensiones públicas las perciben mujeres.  
 
Las pensiones públicas cubren a un 73,9% de los adultos mayores. Es decir, 
actualmente, tres de cada cuatro recibe una pensión pública. Si se consideran los 
mayores de 70 años, más del 90% percibe una pensión pública de algún tipo. 
 
Por su parte, el sistema de AFP, otorgó pensiones a 69.207 adultos mayores (2004), 
financiadas íntegramente con los fondos acumulados en las cuentas individuales. 
Adicionalmente, financió 1/5 de las pensiones mínimas garantizadas, debiendo el 
Estado aportar los 4/5 restantes.  
 
Las pensiones financiadas íntegramente por las AFP cubren sólo a un 4,3% de los 
adultos mayores. 
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Adicionalmente, tanto el sistema público como las AFP entregan varios cientos de 
miles de prestaciones previsionales a personas que no son todavía adultos mayores. El 
total de beneficiarios de la previsión pública alcanza a 1.544.480 (2005), mientras el 
total de beneficiarios de las AFP alcanza a 475.324 (2004). Adicionalmente, 65.000 
afiliados AFP perciben garantía estatal de pensión mínima. 
 
Por lo tanto, la cobertura actual del sistema previsional chileno alcanza a un 78,3% de 
los adultos de mayores y a más del 90% de los mayores de 70 años. Sin embargo, 
casi todas las pensiones son públicas. 
 
De lo anterior se concluye que para los adultos mayores el sistema previsional 
chileno en la actualidad es un sistema mixto, cuyo principal componente, de lejos, 
es el pilar público. 
 
El costo de operación del INP, que admin istra el grueso de las pensiones públicas, fue 
de 57.330 millones de pesos (2004). En otras palabras, el sistema público atiende a la 
abrumadora mayoría de los adultos mayores, con un costo de operación que equivale 
a un poco más de la cuarta parte de las comisiones netas cobradas por las AFP. 
 
La AFP, como se ha mencionado, atiende actualmente a poco más del 4% de los 
adultos mayores y en el futuro tampoco estará en condiciones de financiar las 
pensiones de la mayoría de sus afiliados. 
 
c) El escandaloso bajo monto de las Pensiones de las AFP. 
 
El promedio de las pensiones públicas percibidas por adultos mayores es de $147.293 
mensuales. Aproximadamente la mitad de las pensiones públicas están entre $77.000 
y $120.000. 
 
Un 14% de las pensiones públicas son asistenciales de un monto promedio de 
$41.000. 
 
El monto de las pensiones del INP para los empleados públicos promedian los 
$359.332. En el caso de CAPREDENA y DIPRECA el promedio de dichas pensiones 
asciende a $411.823 mensuales. 
 
En tanto, el promedio aportado por las AFP a las pensiones de vejez otorgadas por 
dicho sistema es $95.928 mensuales por pensionado. Ello se complementa con un 
aporte fiscal de garantías de pensión mínima, para dar el promedio de $124.988 que 
alcanzan las pensiones de vejez del sistema de AFP. 
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Esto constituye prácticamente una estafa si se las compara con el abusivo costo de 
administración y la extraordinaria ganancia que obtienen los dueños de las AFP. 
 
d) El altamente productivo Gasto Público Previsional. 
 
En 2005, el gasto público en pensiones alcanzaba a 3.219.790 millones de pesos, que 
equivalen aproximadamente a 5.550 millones de dólares. Un 45,8% se destinó a 
pensiones no asistenciales (sistema antiguo) y un 6,1% a pensiones asistenciales, 
ambas pagadas por el INP. Un 22,3% se destinó a Bonos de Reconocimiento y un 
1,5% a garantías estatales de pensión mínima, ambos montos traspasados a las AFP. 
Finalmente, otro 24,3% se destinó a pensiones CAPREDENA y DIPRECA.  
 
En números gruesos, poco menos de la mitad se destina a pensiones del sistema 
antiguo, poco menos de un cuarto a pensiones de los uniformados, poco menos de un 
cuarto se traspasa a las AFP como bonos de reconocimiento y garantías de pensión 
mínima y el saldo, 6,1%, se gasta en pensiones asistenciales. 
 
El gasto público en pensiones equivale aproximadamente al 6% del PIB, a un tercio 
del presupuesto público total y a más del 40% del gasto público social 
(aproximadamente igual al gasto combinado en salud y educación). 
 
Este elevado nivel de gasto público en previsión se ha mantenido por casi un cuarto 
de siglo. Antes de 1981, en cambio, el sistema antiguo dejaba superávit, es decir, las 
contribuciones a la seguridad social eran mayores que el gasto en pensiones. 
 
Aproximadamente dos tercios del gasto en pensiones se destina a adultos mayores y el 
resto a otros beneficiarios, por lo que la reforma no puede cercenar derechos 
previsionales adquiridos, sino por el contrario, ampliarlos significativamente.  
 
e) Dimensionando la situación actual. 
 
En Chile hay 1,6 millones de adultos mayores, dos tercios de ellos mujeres. Crecen al 
2,6% anual promedio en el largo plazo, tasa que es inferior al ritmo de crecimiento del 
Producto Interno Bruto (PIB). Por lo tanto, cada año hay más recursos disponibles 
para dar pensiones dignas.  
 
La tasa de dependencia, es decir la población pasiva (la suma de los adultos mayores 
y los menores de 15 años), dividida por la población activa no está aumentando sino 
disminuyendo. 
 
Una amplia mayoría de los afiliados a las AFP no logrará ahorrar lo suficiente para 
financiar una pensión superior a la mínima. La mayoría de ellos no alcanzarán 
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tampoco los 20 años de contribuciones exigidos para acceder a la Garantía Estatal de 
Pensión Mínima.  
 
En la actualidad, 50 mil personas se encuentran cada año en esa situación, sin 
posibilidad de recurrir al Sistema Público. 
 
Los problemas previsionales de los chilenos no se originan en que vivan más años, 
sino en las AFP. Insistimos, más que un régimen de pensiones es un sistema de 
ahorro forzoso para proveer capital a las empresas. 
 
Hoy en día se entregan Pensiones Públicas de un promedio de 147 mil pesos 
mensuales al 74% de los adultos mayores. Las AFP dan pensiones sólo a un 4,3% de 
los adultos mayores y financian un promedio de 95 mil pesos por pensión de vejez. 
 
Si se gasta lo mismo que ahora, el Sistema Público está en condiciones de otorgar 
pensiones con un mínimo de 100 mil pesos al 85% de los adultos mayores, al 2010. 
Al 2025 dicho monto sube a 170 mil pesos y a 250 mil el 2045, manteniendo una 
cobertura del 85%. 
 
En contraposición, las AFP no pueden dar pensiones dignas a la mayoría de sus 
afiliados. La solución al problema previsional chileno sólo puede venir del 
fortalecimiento del pilar público.  
 
Según datos de 2002, más de la mitad de los afiliados, son mayores de 36 años y 
cotizan menos de 4,2 meses por año. A ese ritmo, van a acumular menos de 184 
cotizaciones al cumplir la edad de jubilar, por lo tanto no van a tener derecho a 
pensión mínima estatal (que requiere 240 cotizaciones, como mínimo).  
 
Ese mismo grupo tiene acumulado menos de $850.889 en su cuenta de capitalización, 
con sueldos inferiores a $172.658. Lo que significa que van a acumular al jubilar 
menos de $6.470.025, lo que les hará percibir una pensión inferior a los $33.876. 
 
Por tanto, en las condiciones actuales, más de la mitad de la fuerza de trabajo, más 
de tres millones y medio de personas, no tienen cobertura de parte del sistema de 
AFP, como no sea retirar los magros ahorros logrados en el sistema. 
 
Esta conclusión ha sido confirmada por estudios recientes publicados por la 
Superintendencia de AFP y por la propia Asociación de AFP. Ambas han llegado a la 
conclusión que alrededor de la mitad de los afiliados no contarán ni con fondos 
suficientes para financiar una pensión mínima ni tampoco cumplirán los requisitos 
para obtener la garantía estatal correspondiente. 
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Esta es una verdadera bomba de tiempo que requiere ser desactivada ahora.  
 
f) El escandaloso Daño Previsional. La amarga situación que afecta 
especialmente a los trabajadores públicos. 
 
Las personas que pertenecían al sistema antiguo y se cambiaron al sistema de AFP y 
que tienen Bonos de Reconocimiento emitido, y que por lo tanto, no pueden volver al 
sistema antiguo, son 1.471.952, de los cuales, a lo menos, 150.000 son trabajadores 
públicos. 
 
Todos fueron forzados, en mayor o menor medida, y estimulados además por una 
propaganda engañosa, a cambiarse de sus antiguas cajas previsionales.11 
 
Aquellos que están alcanzando la edad de jubilar, en la gran mayoría de los casos, se 
encuentran con que sus pensiones AFP son menos de la mitad de las que obtienen sus 
colegas de similar edad y remuneración, que lograron permanecer en el sistema 
antiguo. 
 
El motivo principal es, por una parte, que el Bono de Reconocimiento fue calculado 
en base a remuneraciones de 1978, 79 y 80, las que fueron históricamente bajas, 
puesto que después del golpe militar, los salarios se redujeron aproximadamente a la 
mitad, en términos reales.  
 
Por otra parte, las remuneraciones de los años 1980 fueron asimismo muy deprimidas, 
y casi un tercio de la fuerza de trabajo estuvo cesante durante la crisis de esos años. 
Por consiguiente, el Bono de Reconocimiento y todas las cotizaciones de estos 
primeros años fueron muy bajas.  
 
Sólo a partir de mediados de los años 1990 las remuneraciones empezaron a repuntar, 
y recién en diciembre de 1999 recuperaron su poder adquisitivo de principios de los 
años 1970.  
 
En el sistema de AFP, sin embargo, la jubilación depende del fondo acumulado en la 
cuenta de cada trabajador, y éste depende principalmente de las cotizaciones de los 
primeros años, puesto que son esas las que acumulan intereses durante más años. 
 
En el caso de los trabajadores públicos, la situación se agrava por dos situaciones, 
primeramente porque nuestras remuneraciones bajaron a alrededor de la tercera 
parte después de 1973. Adicionalmente, el Estado calculó los Bono de 
Reconocimiento y cotizó durante casi toda la década de los años ochenta por sólo 

                                                                 
11 Ver Anexo Nº 5. 
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una parte de nuestros salarios.12 Por estas causas, las jubilaciones AFP están 
particularmente castigadas, por lo que nuestra pensión representa una tercera parte de 
nuestro salario en actividad.  
 
Además, aún existen servicios en los cuales se cotiza por el 60% de las 
remuneraciones. Es el caso de la Dirección General de Aeronáutica Civil, a quienes, 
además,  en el año 1985 se les obligó a imponer en las AFP,  conculcando su derecho 
a imponer en CAPREDENA.  
 
Dada la pésima calidad del empleo y la precariedad laboral que les afectan, nuestros 
colegas a honorarios, cuyo número en la fuerza de trabajo en el Sector Público lejos 
de disminuir tiende a crecer, ni siquiera podrán ser objetos de la abusiva exacción 
previsional que experimentan sus compañeros de labores a contrata o titulares. 
 
Es de destacar, que todo este lamentable panorama se ve aún más oscuro respecto a la 
situación de los funcionarios públicos de las zonas extremas del país. La asignación 
de zona que se les otorga para compensar el encarecido costo de vida, la pierden una 
vez que se retiran, viéndose obligados a emigrar de la región en que se desempeñaron 
durante toda su vida. 
 
 
 
Por tal razón, la Sra. Presidenta se comprometió por escrito con ANEF13 resolver este 
grave problema, que afecta con particular saña a los trabajadores públicos, obligados a 
permanecer en sus puestos de trabajo hasta su muerte, so pena de enfrentar una vejez 
cruel e indigna. 
 
En consecuencia, los trabajadores públicos representados y conducidos por ANEF, 
estamos firmemente decididos a luchar en contra de un sistema previsional  que sólo 
nos provoca temor, desazón y angustia, para reemplazarlo por un nuevo inspirado en 
una auténtica seguridad social al servicio de las personas y sus derechos 
irrenunciables, cuyas características exponemos a continuación. 

                                                                 
12 La cotización se efectuó sólo sobre el sueldo base y la asignación bienal.  
13 Ver Anexo Nº 2. 
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4. UNA PROFUNDA REFORMA PREVISIONAL, ¡AHORA! 
 
 

4.1. Principios y Características que debe cumplir el nuevo sistema previsional. 
 
 
1. Debe existir y fortalecerse un sistema de reparto solidario administrado por el INP.  
 
2. Un sistema que restituya y potencie este componente solidario, a través de un fondo 

previsional, que permita compensar las actuales inequidades y desequilibrios  que 
ocasiona el modelo de capitalización individual y también del mercado laboral, que 
incide negativamente por medio de empleos precarios, temporales, bajas 
remuneraciones, sin derechos laborales y sindicales, etc. 

 
3. Libertad de afiliación. Los trabajadores deben tener el derecho a decidir sobre el 

destino  de sus fondos provisionales y su administración. 
 
4. Un sistema en que los trabajadores y también los empleadores aporten en 

compensación a la contribución del trabajador después de toda una vida de trabajo y 
también en concordancia a los Convenios Internacionales de la OIT. suscritos por el 
Estado Chileno, que así lo establecen y que han sido suscritos por los Estados 
representados por Instituciones triestamentales, trabajadores , empleadores y gobiernos, 
y en atención a que el trabajador por si solo no tiene la capacidad para acumular fondos 
en su cuenta individual para alcanzar una pensión digna. 

 
5. Un sistema que reivindique el rol del Estado y de sus instituciones públicas, como es 

el caso del INP,  que no tiene fines de lucro y realiza sus funciones recaudadoras 
pagadoras y de seguridad social a un bajo costo operacional en comparación a las AFP. 

 
6. Un sistema que otorgue participación a los trabajadores, quienes son los que cotizan 

regularmente en el sistema provisional.  
 
7. Un sistema que modifique profundamente el sistema de capitalización individual y 

establezca regulaciones que evite la concentración actual, mejore la competencia, 
impida la concomitancia de seguros y empresas que son de su propiedad, y rebaje el 
costo usurero de las comisiones. 

 
8. Coexistencia de dos sistemas, uno de seguro social y otro de seguro individual, como 

existe en el resto del mundo. Uno, fundamental, conformado por el fondo solidario y de 
reparto; y otro, constituido por un sistema de capitalización individual. Cuando el 
nuevo sistema se encuentre en régimen, los trabajadores puedan decidir en donde les 
conviene que vayan sus cotizaciones, sea en proporción o en su totalidad. 
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9. En suma, un sistema de previsión, que forme parte de un sistema de seguridad social 

eficiente, que favorezca al trabajador, dueño del dinero de las cotizaciones, y no sea 
un mero instrumento de crecimiento económico al servicio de los equilibrios 
macroeconómicos del país, y que “no ha garantizado pensiones decentes y tiene serios 
problemas de sustentabilidad”, como lo ha manifestado el propio Ministro del Trabajo, 
Osvaldo Andrade. 

 
En consecuencia, la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, ANEF, aspira a una 
profunda reforma previsional, integrada a un sistema de seguridad social integral,  no 
individual, que entregue pensiones que garanticen una cobertura universal a través de 
montos que sean suficientes para una vejez digna. Este nuevo sistema de pensiones debe 
estar libre de la discriminación de género, ser permanente en el tiempo, definidas con 
anterioridad, no dependiente de las rentabilidades y variaciones de la economía  o 
expectativas de vida de la población, y con tasas de reemplazo cercana a las 
remuneraciones en actividad. 
 
En forma especial, la reforma debe considerar el Daño Previsional, situación que afecta de 
forma especial a funcionarios públicos de la Administración Central del Estado, 
municipales como aquellos de organismos traspasados (salud y educación), autónomos 
estatales (Universidades Estatales) y otros, que cotizaron hasta 1989 solo sobre el tercio de 
sus remuneraciones, alcanzando exiguos Bonos de Reconocimiento, por lo que sus tasas 
de reemplazo asciende a un 30% de sus rentas en actividad. Lo que impide su 
desvinculación al sistema, genera un envejecimiento del personal estatal, un estancamiento 
de la carrera funcionaria, y un injusto pago social a quienes han empeñado toda una vida 
en el Servicio Público. 
 
Con esos fines, los funcionarios públicos demandamos el cumplimiento de lo 
comprometido y firmado por la señora Presidenta de la República con la ANEF, en orden 
a realizar una profunda reforma previsional con participación social, en la que se dará 
prioridad a una solución adecuada a los funcionarios afectados por el Daño Previsional 
causado en los años 80, instruyendo al consejo de reforma previsional que incluya el 
tratamiento de este tema y proponga medidas pertinentes”. 14 
 
 
 
 
 
 

                                                                 
14 Ver Anexo Nº 2. 
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4.2. Nuestra propuesta: UN SISTEMA INTEGRADO, DE TRES PILARES.  
 
En Chile, de acuerdo al principio de la universalidad debe existir un sistema 
previsional,   armónico en sus pilares, que nosotros postulamos en tres:  
Un primer pilar que entrega una pensión básica  universal a todos los habitantes del 
país,  sin necesidad de una contribución, Un segundo pilar contributivo, de reparto, 
solidario y un tercer pilar, de capitalización individual.   
 
 
4.2.1. Pilar Universal:  
 
La responsabilidad del estado se manifiesta en un primer nivel de pensión universal 
no contributiva, que denominaremos pensión básica,  a todos quienes no tengan una 
pensión superior al actual tope del sistema contributivo de reparto, límite que puede 
aumentar de acuerdo al desarrollo del país. 
 
La administración de este pilar radica en el INP, Instituto Nacional de Previsión, que 
basado en el actual INP, cuyas nuevas características de funcionamiento que se 
analizan en la página 8, que actualmente cubre a una inmensa mayoría de los adultos 
mayores, con pensiones asistenciales, mínima y contributiva, remanentes  del sistema 
de cajas de previsión.  
 
Respecto a los valores de las pensiones, proponemos que la pensión básica tenga un 
valor inicial igual al sueldo mínimo, monto que se incrementará de acuerdo al 
crecimiento de la economía, pudiendo llegar a $250.000 y más al año 2045, cifra, 
entre otras, propuesta por Cenda.  
 
La cobertura alcanzará al 85% de los adultos mayores, de la cual se excluirá sólo a 
quienes tienen pensiones superiores al actual tope de pensiones INP. Para tener 
derecho a esta pensión no  se requerirá requisitos especiales, puesto que será un 
beneficio universal que reemplazará todas las actuales pensiones, de distinto origen y 
financiamiento y que denominaremos pensión básica.   
 
El financiamiento es de responsabilidad estatal, por tanto el estado debe solventar los 
gastos en que se incurre para otorgar esta pensión básica.  
 
No se requiere afiliación.  Sin embargo,  aunque el sistema es universal, no afectará al 
100% de los adultos mayores, deberán existir mecanismos de acreditación.  
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Los gremios de trabajadores activos y de pensionados, así como de la sociedad civil, 
deben participar en la determinación de las  políticas de seguridad social en general y 
de previsión en particular, con mecanismos de representación sindical y ciudadanas. 
 
 
4.2.2. Segundo pilar: Solidario Contributivo 
 
Postulamos un Fondo previsional de reparto solidario, contributivo, (FOSOPE), que 
otorgue pensiones a sus imponentes.  
 
Este sistema de reparto corresponde a la concepción de los convenios de seguro 
social,  vigente en nuestro país desde los albores del siglo 20, que propende a un nivel 
de protección de la calidad de vida de los trabajadores y sus familias, pero que 
también permite el desarrollo del país,  pues no tiene fines de lucro y su 
administración radica en el estado y los trabajadores organizados, quienes determinan 
el uso del patrimonio acumulado, que no puede tener fines especulativos, sino el 
desarrollo social, industrial, fomento, protección de los recursos naturales, el 
desarrollo personal y familiar y otros.    
 
Este pilar tendrá contribuciones definidas con el cual se formará el Fondo Solidario 
Nacional de Pensiones, para permitir una pensión  del  80% de la remuneración 
promedio de los  últimos  cinco años indexada en el IPC u otro índice a construir, para 
lo cual el estado deberá contribuir.  
 
Proponemos eliminar los topes de cotización, para aplicar progresivamente el alza en 
las pensiones, lo cual soluciona la dificultad de acceder a una pensión digna a 
nuestros funcionarios de los niveles medios altos de la administración, que aunque 
coticen en el INP, el tope de cotizaciones y el tope de pensiones los ocasiona un 
perjuicio que puede ser considerable.   
 
Actualmente el tope de cotizaciones es 60 UF y el tope de pensión es de 42 UF, lo que 
originalmente tuvo un objetivo de solidaridad, hoy constituye una inequidad 
insostenible.  
 
Se repondrá el desahucio voluntario con una cotización del 6%, para pagar un mes por 
año, con la rebaja de un mes, correspondiente a un año de cotizaciones, para 
contribuir al financiamiento del fondo solidario que se constituirá para este fin. 
 
Este pilar se financia con los aportes de los (as) imponentes, la rentabilidad de las 
inversiones que efectúe el INP, las contribuciones del empleador y el aporte del 
estado. 
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El nivel de contribuciones que proponemos es el siguiente:  
 
Una tasa general para este pilar, que disminuya el actual aporte de los imponentes del 
sistema de reparto, aumente en un nivel moderado las imposiciones de quienes 
obligadamente están  afiliados a las AFP y desean incorporarse al pilar estatal, y se 
introduce una contribución del empleador gradual en porcentaje en tiempo a aplicarse, 
desde un  0.5% hasta 5% en un plazo de 10 años.      
 
El estado garantiza la pensión de sus imponentes, que son, por tanto, definidas.   
 
La afiliación es voluntaria y revocable con requisitos de permanencia mínimos de seis 
meses, y la desafiliación por tanto también es voluntaria. 
 
En relación a este pilar solidario contributivo, que en nuestra propuesta se constituye 
en el componente esencial del nuevo sistema, planteamos la siguiente alternativa de 
contribuciones y financiamiento: 
 
? Se destinará en forma “obligatoria”, una proporción significativa (4% - 6%) del 

descuento de 12,5% de los salarios que actualmente se cotiza para previsión.  
 
? Más allá de ese mínimo, se establecerá libertad de elección, entre este pilar y el de 

capitalización individual.  Es decir, se permitirá a los/as cotizantes destinar a este 
fondo solidario una parte de su contribución legal, superior a aquella que se 
establezca como obligatorio, por tanto, podría destinar toda su cotización al fondo 
solidario y ninguna parte de ella al pilar de capitalización individual.  

 
? A cambio de ello, se le garantizará una pensión equivalente a una proporción 

definida de las remuneraciones obtenidas durante su vida activa, dependiendo de 
la densidad de sus cotizaciones, en condiciones equivalentes, inicialmente, a las 
que ofrece actualmente el INP.   

 
? Los empleadores contribuirán a este fondo solidario inicialmente con un 0,5% 

hasta llegar a un 5% en un plazo de 10 años. 
 
? El destino primero del pilar solidario, será reponer a todas y todos los chilenos que 

se cambiaron al sistema de AFP y que ya han alcanzado la edad de jubilar, 
incluyendo por cierto los que ya han jubilado y sus sobrevivientes, los mismos 
derechos previsionales que el sistema público asegura a los que se quedaron en el 
INP. A las mujeres y a los casados garantizará la misma pensión de los hombres 
solteros, al igual que la modalidad de pensiones del INP, las que no discriminan ni 
por sexo ni estado civil.  



 30 

 
? El monto de la pensión equivalente al INP, se alcanza articulando los tres pilares 

(público no contributivo, fondo solidario contributivo y capitalización individual), 
según corresponda. (Se acompaña anexo explicativo de la propuesta presentada 
por CENDA) 

 
Tanto en el pilar de reparto y como en el de capitalización individual, los trabajadores 
tendrán participación del 51% como mínimo en el Consejo de Administración, para 
garantizar que la inversión no sea especulativa y que por el contrario tenga fines de 
fomento,  desarrollo social, desarrollo sustentable, utilización intensiva de mano de 
obra,  incremento de la calidad de vida de imponentes y afiliados y su grupo familiar. 
 
 
4.2.3. Tercer pilar: Capitalización Individual. 
 
La dictadura intentó abolir el sistema de seguros sociales vigentes que era el único 
imperante en el país hasta el año 1981, e instauró un sistema de seguro privado con 
fines de lucro, sustentado en fondos de capitalización individual, que ha provocado un 
gran daño, colectivo e individual a sus afiliados, en un esquema de afiliación 
obligada.   
 
No obstante, consideramos que este pilar debe mantenerse como un sistema de 
capitalización individual de carácter privado y con fines de lucro, regulado por el 
Estado, especializado en la inversión de los fondos de sus imponentes, pero con 
profundas correcciones indispensables para solucionar las grandes inequidades que 
provocan un rechazo masivo al sistema impuesto mediante un simple Decreto Ley de 
un gobierno de facto.  
 
La administración debe  abrirse a nuevos operadores y agregando algunas 
regulaciones que permiten terminar con el oligopolio existente.    
 
Beneficios: 
El giro del negocio de las AFP es la inversión de los capitales de los afiliados y la 
rentabilidad de las inversiones. 
 
La pensión no podrá ser inferior al 80% del promedio de las rentas de los últimos 10 
años,  contribuyendo el fondo de compensación  y los reaseguros al pago de la 
diferencia si el monto es inferior. No existirá garantía estatal, pero podrá aplicarse, si 
corresponde, la pensión básica universal.  
 
El fondo de desahucio del imponente también podrá invertirlo la AFP o el estado a 
voluntad del afiliado. También el beneficio será pagado por el INP.  
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Se mantiene para este pilar la cotización voluntaria adicional, APV, sin los actuales 
beneficios tributarios. 
 
Sin embargo, la inversión que efectúan  las AFP estará sujeta, entre otras, a las 
siguientes  regulaciones:  
 
? Establecer instancias de participación de los afiliados, dueños del capital,  en las 

decisiones administrativas, técnicas y financieras de las AFP.  
? Suprimir la comisión fija, lo que bajaría el costo para los trabajadores de menores 

ingresos, haría mas transparente el costo de cada administradora y permitiría al 
estado ahorrar en aportes complementarios a las pensiones mínimas legales. 

? Fijación de montos máximos de comisión, similares a los estándares europeos. 
? Autorizar a las organizaciones sindicales para negociar colectivamente las 

comisiones. 
? Prohibición de invertir en empresas que afecten el medio ambiente y/o violen  las 

leyes laborales y sociales.  
? permitir ka entrada al mercado de AFP a instituciones cooperativas.  
? Reestructuración de la cadena de inversiones, que permita a las AFP  participar en 

un plan nacional de industrialización, en proyectos de inversión pública y privada 
(vivienda, infraestructura pública, transporte público, salud pública, educación, 
investigación científica, administración de puertos, minería, etc.). 

? Declaración obligatoria de bienes de los miembros del Directorio de las AFP.  
? Responsabilidad por las pérdidas.  
? Prohibición de realizar negocios con empresas relacionadas.  
? Derogación del encaje tributario de inversiones. 
? Limitación a la potestad absoluta de los administradores.  
? Cambio en el sujeto jurídico: no pueden invertir a nombre de las administradoras, 

sino de los afiliados, en un esquema de corredores de inversión,  y de accionistas 
propietarios de los fondos). 

? La Superintendencia de AFP debe tener un estatuto que refuerze su rol regulador y 
fiscalizador y debe existir un mecanismo para el nombramiento de las autoridades 
que garantice su autonomía política, económica y financiera. 

? Las multas a las AFP deben ser proporcionalmente a beneficio fiscal y de los 
afiliados reclamantes para que haya algún grado de  indemnización.  

? Devolución retroactiva, con intereses y multas, a todos los cotizantes, de los 
premios por baja siniestralidad, que las  AFP se apropiaron indebidamente. 

 
Financiamiento: 
Se mantiene el 12.5% de cotización del (la) afiliado (a), más una contribución  del 
empleador que va desde 0.5 % inicial hasta llegar a un 5% en un plazo de 10 años. 
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Se mantiene los aportes voluntarios (actual APV), sin los beneficios tributarios 
actuales que benefician a quienes tienen mayores recursos.  
 
Las administradoras deberán reasegurar a los afiliados. 
Además deben crear un fondo compensatorio con un porcentaje del 10% sobre sus  
utilidades superiores al 20%.   
Mediante este fondo y el reaseguro, garantizarán una pensión del 80% como mínimo 
para sus afiliados. 
 
 
Afiliación 
 La afiliación es voluntaria y revocable. 
 
Los trabajadores,  en el nuevo esquema, podrán desafiliarse cuando lo estimen 
conveniente a sus intereses. 
 
En el marco de las reformas que hemos propuesto en el pilar de capitalización 
individual, también planteamos una alternativa de contribución y financiamiento en el 
modelo de sistema articulado: 
 
? Una contribución individual, basada en un porcentaje mayoritario (aprox. 8%) de 

la cotización (12,5%) para los/as que opten por este sistema. El porcentaje restante 
se aporta obligatoriamente al Fondo Solidario de Reparto. 

? Entregará pensiones de acuerdo a los montos acumulados en las cuentas 
individuales, a la cual se le podrá adicionar un complemento de capitalización 
individual voluntario (APV) y del Fondo de Desahucio si correspondiere. 

 
? Si el resultado de la pensión es inferior al de la pensión que entrega el INP, el 

Fondo Solidario de Reparto y el Publico No Contributivo, si correspondiere, 
deberán complementar la pensión para lograr la equivalencia. 

 
 
4.2.4. Solución al Daño Previsional. 
 
El término se refiere principalmente  a los funcionarios públicos a los cuales el Estado 
no impuso por el total de sus remuneraciones  y  por lo tanto el  Bono de 
Reconocimiento está subvaluado, lo cual perjudica el saldo de la cuenta individual. 
 
Además de perjudicar a los funcionarios (as) de la administración central del estado, a 
los (as) trabajadores (as) municipales,  a los servicios traspasados, a los servicios 
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autónomos y otros, hay grupos que aún tienen condiciones  que provocan daño 
previsional y  que requieren de medidas que regularicen su situación: 
 
Entre los más afectados se encuentra el personal a honorarios, que carece 
absolutamente de seguridad social,  los/as funcionarios/as que reciben asignación de 
zona, en especial en las zonas extremas, cuyas asignaciones ya desmedradas por la 
desigualdad con respecto a las Fuerzas Armadas, además  no son imponibles. 
Igualmente los/as funcionarios/as de la Dirección General de Aeronáutica 
Civil,(D.G.A.C) sufren el daño previsional por la discriminación que significa que sus 
remuneraciones son imponibles sólo en un 60%. 
 
Hasta ahora los gobiernos de la concertación no dieron solución al gran problema del 
daño previsional de los funcionarios públicos.  El bono post laboral no constituye, de 
ninguna manera, alguna solución al respecto. 
 
En ese contexto, la Presidenta Michelle Bachelet en sus “Compromisos con la 
ANEF”, se comprometió a resolver dicho problema en el contexto de la actual 
Reforma Previsional, al señalar: 
 
“Una profunda reforma al sistema de pensiones que permita que todas las chilenas y 
chilenos tengan pensiones dignas y decentes. Esta reforma incluirá la participación 
ciudadana, de las organizaciones y de todos los sectores involucrados. Mi 
compromiso es que una de las primeras medidas será nombrar de inmediato un 
Consejo de Reforma Previsional, con la participación activa de todos y sin duda de la 
ANEF”. 
 
“Implementar a la brevedad un mejoramiento de las condiciones de retiro de los 
funcionarios  públicos, en base al proyecto en trámite en el Parlamento, y dar 
prioridad a una solución  adecuada a los funcionarios que fueron afectados por el 
Daño Previsional causado en los  años 80, instruyendo al Consejo de Reforma 
Previsional que incluya el tratamiento de este  tema en su labor y proponga medidas 
pertinentes, de acuerdo con una política de gasto  público acorde con un manejo 
responsable de la economía y del gasto fiscal.” 
 
Al respecto, proponemos como solución dos alternativas: 
 
a)   Desafiliación 
Consideramos que el mejor mecanismo para reparar el daño previsional es la  
desafiliación,  que permitiría a los dañados jubilar por las normas de sus cajas, 
descontándose la diferencia de tasa de imposiciones de la jubilación, pero también 
efectuando una rebaja por los años trabajados en exceso. 
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El proceso quisiéramos fuera inmediato y en una sola etapa, pero estamos dispuestos a 
aceptar que sea gradual: 
 
Primero quienes tienen la edad cumplida y no hacen uso de su derecho a jubilar.  
 
Después todos quienes se traspasaron desde la Cajas a las AFP. 
 
Para tal efecto,  deben aplicarse las tasas actualmente vigentes, establecer las 
diferencias,   plazos amplios para su pago,  5 años, o permitir el descuento desde la 
pensión, y además,  postulamos que debe efectuarse una reparación equivalente a una 
rebaja de tasa de un 1 % para quienes tuvieron que trabajar mas allá de la edad 
establecida como requisito para jubilar. 
 
Los pensionados de las cajas, así como sus familias, claman contra la injusticia del 
sistema. 
 
Por tanto,  este mecanismo debe ser retroactivo a quienes se jubilaron con daño 
previsional, desde que se inició el sistema, dada la responsabilidad del estado en la 
aplicación de un sistema  que no recoge las exigencias de la seguridad social.   
 
Se incluiría en este mecanismo a quienes se acojan al actual beneficio en tramitación 
del bono post laboral y la retroactividad debe ser lo suficientemente amplia para que 
incluya a todos los jubilados con daño previsional.  
 
b) El Fondo Solidario Transitorio de Reparación ( FOSTRAR). 
 
Una alternativa para resolver el daño previsional es el proyecto del Fondo Solidario 
Transitorio de Reparación (FOSTRAR), creado por los gremios del sector público. La 
información y estadística base para sustentar esta propuesta fue el valioso estudio de 
recopilación realizado por la Asociación de Funcionarios de la Contraloría General de 
la República, ANEC. Este proyecto fue patrocinado por el entonces Presidente del 
Senado Don Andrés Zaldívar Larraín. Esta propuesta postula la desafiliación del 
funcionario/a al terminar la vida laboral, conformándose un fondo solidario 
administrado por el INP, con los recursos de las cuentas individuales, bonos de 
reconocimiento y la rentabilidad de las inversiones en renta fija. 
 
La pensión se calcula de acuerdo a las normas de las Cajas de Previsión, lo cual 
permite la reparación del daño previsional.  
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4.2.5.  El Instituto Nacional de Previsión, INP. 
 
Es el continuador del actual INP,   y   se readecuará a las nuevas  funciones  y roles 
definidos en la presente propuesta. 
 
Aprovechando sus  ventajas comparativas,  tales como contar con sedes a lo largo y 
ancho de todo el país,  personal calificado, con amplia experiencia y conocimientos, 
debe realizar las siguientes funciones: 
 
Recaudación de todos los fondos previsionales tanto del pilar solidario  como del pilar 
privado. 
 
La administración  del fondo solidario  se efectuará de acuerdo de acuerdo a las 
decisiones del Consejo de Administración y los aportes recaudados de los afiliados al 
pilar privado se entregarán a las Administradoras que voluntariamente sean elegidas 
por los aportantes. 
 
La inversión de los fondos no descarta licitaciones a las que puedan optar distintos 
entes, incluyendo las Administradoras de Fondos de Pensiones. 
 
El pago de los beneficios del sistema, incluyendo el pilar universal y del pilar privado 
lo efectuará este Instituto. 
 
Administrará el Instituto los Fondos de Desahucio de sus imponentes,  y esperamos 
que también el fondo de Cesantía  y de Asignación Familiar actualmente radicados en 
el sector privado.  
 
Para la prestación de estos servicios, el estado debe asegurar al el Instituto Nacional 
de Previsión una infraestructura adecuada a una atención con un alto estándar de 
calidad a sus imponentes, en justa reparación por el despojo en dictadura a las Cajas 
de Previsión de sus bienes raíces, edificios corporativos, y  de inversión.   
 
 
4.2.6.  Otros elementos de equidad del Sistema de Pensiones 

 
? Elevar a categoría de delito previsional el no pago de las imposiciones retenidas.  
? Reincorporar los años  de servicio como requisito para jubilar.  
? Restablecer el abono a las mujeres de un año de imposiciones por hijo.   
? Las mujeres,  como reconocimiento a su aporte social y como reparación por la 

discriminación jubilarán con requisitos de tiempo inferiores en cinco años en 
relación a los varones. Este requisito no podrá ser superior a los 60 años.    
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? Obligar a las AFP a la devolución de la tasa de supervivencia (para montepíos)  
cobrado a las mujeres aunque no generan este tipo de beneficios.  

? Establecer el montepío del 100%,  para hombres y mujeres.  
? Uso de tablas únicas de supervivencia para hombres y mujeres. 
? Reparación para exonerados, prisioneros y torturados. 

o Eliminación de las incompatibilidades de los beneficios de reparación para 
los exonerados políticos, prisioneros y torturados  con las pensiones 
contributivas y entre ellas. 

o Eliminación de los medios de prueba documentales  para exonerados de los 
años 1973 a 1975.  

o Desafiliación para quienes están afiliados a una AFP 
o Entrega de recursos suficientes para la reparación a exonerados y torturados.  

? Para los discapacitados se disminuirán los requisitos de tiempo, y se calcularán los 
beneficios con una sobre tasa del 10% de las remuneraciones.  

? Aclaración de los fondos de rezago, reintegrándolos a sus legítimos dueños, con 
intereses, reajustes y multas a su favor.  

? Eliminación de la cotización adicional a las pensiones otorgadas por las AFP. 
? Establecer un sólo sistema de invalidez administrado por la actual institucionalidad 

pública,  para lo cual las AFP deben proveer los fondos derivados del seguro 
contratado para ello.  En subsidio,  deben homologarse los beneficios de ambos 
sistemas.  

 
 
4.2.7.  Plan de Acción.  
  
1. Esta presentación al Consejo corresponde al primer paso en nuestra decisión de 

alcanzar, junto a nuestros representados, la reparación del daño previsional de los 
funcionarios públicos, y junto al movimiento sindical nacional, una profunda 
reforma que considere la recuperación de la seguridad social para Chile.  

 
2. Es imposible una profunda reforma en un plazo de tan pocos meses.  La discusión 

debe ser amplia y profunda y requiere de debate y decisiones colectivas, por lo 
cual postulamos llegar incluso a un plebiscito.  

 
3. Sin embargo, sabemos que quienes administran, lucran y especulan con los fondos 

de los trabajadores, opondrán una férrea resistencia a modificar el modelo actual  
por lo cual advertimos a los miembros del Consejo que nosotros iniciamos ahora la 
difusión de nuestra propuesta entre nuestras bases y ciudadanía y entramos en una 
etapa de movilización para impedir que la reforma sea sólo al Decreto 3500 y que 
no de paso a la reinstauración de un sistema que permita el desarrollo del país y el 
aumento significativo de la calidad de vida de trabajadores y trabajadoras, dueños 
de un capital que alcanza ya al 75% del PIB.  



 

 



P R O L O G O

“CHILE UN PAIS DE MAYORIAS”, es una propuesta que la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales,

ANEF, pone en el centro del debate político sindical de nuestro país.  Además de las demandas laborales

específicas del sector público y del mundo del trabajo, en su esencia contiene aquellos temas y problemas

que es necesario resolver con urgencia para superar los déficit democráticos y de equidad que cruzan la

sociedad chilena, que abra las puertas a la participación social y reponga a las organizaciones sociales y

sindicales como actores fundamentales y decisivos en una redemocratización centrada en los derechos

ciudadanos individuales y colectivos y en la construcción de un modelo de desarrollo económico sustentable,

con equidad y justicia social.

Esta propuesta es también un instrumento para el fortalecimiento del movimiento social y sindical.  La

ANEF la pone a disposición de las organizaciones de trabajadores/as y de las otras expresiones colectivas

de la sociedad civil para que al calor de su debate en las bases y recogiendo los aportes de cada uno de ello,

logremos perfilar una sola demanda y una sola voz, coherente, coordinada y por sobretodo unitaria que

interpele a todos los actores políticos, económicos y sociales que hoy conducen el país, a comprometerse

con ella en el corto y mediano plazo y a plasmar esta propuesta en medidas concretas que hagan realidad

este “CHILE UN PAÍS DE MAYORÍAS”.

Por último, invitamos a nuestras organizaciones afiliadas a apropiarse de esta propuesta, a difundirla en

cada servicio público, en cada ministerio, en cada provincia, en cada región, con las organizaciones hermanas

y con nuestra Central, realizando eventos y encuentros con los candidatos al Congreso Nacional, Diputados

y Senadores, a fin de lograr pronunciamientos y compromisos para el próximo período, respecto de estos

temas.  Cada trabajador/a público y privado será un agitador y militante de la democracia a través de nuestra

larga geografía nacional.

AGRUPACION NACIONAL DE EMPLEADOS FISCALES,  ANEF.
Santiago, Agosto de 2005





I . EL SENTIDO DE SER TRABAJADORAS/ES PUBLICOS.

Trabajar en el Sector Público tiene y debe tener un sentido trascendental.  Laboramos como trabajadores/as
públicos por nuestra vocación de servicio; de aportar, a través de nuestro trabajo, en la construcción de
una Sociedad solidaria, comprometida con el desarrollo del país a favor de las grandes mayorías nacionales,
especialmente de las más desposeídas.

Desde la Administración Pública, las/os funcionarios entregamos nuestro diario esfuerzo para que las/os
chilenos puedan ejercer sus derechos ciudadanos.  Estamos en todos los rincones del país, construyendo
las rutas de las comunicaciones y el desarrollo, en los puertos, aeropuertos y las fronteras del comercio
internacional; en la protección y promoción de los derechos de las/os niños, jóvenes, mujeres y ancianos;
en la asistencia y vigilancia de los privados de libertad; en la fiscalización y regulación de los mercados,
etc. Pero también somos quienes laboramos junto a la pobreza, y por ello conocemos de las necesidades
y demandas de los más postergados de nuestro país. En nuestro trabajo cotidiano, palpamos el agudo
impacto de la desigualdad que estremece la conciencia y el corazón de la Sociedad Chilena.

I I . UNA REALIDAD QUE DEBE CAMBIAR.

Chile en las últimas décadas ha desarrollado un modelo de Sociedad que fomenta el individualismo, que
encumbra el consumo al nivel de necesidad básica para el bienestar de las personas; exacerba la
competencia, discrimina y estratifica a la población, que excluye a grandes grupos y concentra riquezas
en unos pocos; y que centra en el mercado y el capital las expectativas de desarrollo de las/os ciudadanos.

A 15 años de la derrota de la dictadura, tenemos una democracia anémica, meramente formal, sólo
restringida al espacio electoral; con institucionalidad pública y actores políticos que mantienen una cultura
autoritaria; con escasa voluntad política para abrir canales que permitan compartir con la ciudadanía el
quehacer público, lo que ha derivado en la pérdida de confianza en el sistema político, en la ausencia de
sueños colectivos y  baja participación en la vida democrática del país.

Las/os ciudadanos, las organizaciones sociales y sindicales, en definitiva, la Sociedad Civil, se encuentra
atomizada por efectos de este mismo modelo, descreída, con expectativas no cumplidas, con organizaciones
centradas en su quehacer cotidiano, con poca visión o perspectiva de futuro, lo cual dificulta idear un
proyecto de país que nos inspire o motive a ser parte de un modelo de Sociedad humanista, libertaria,
democrática, incluyente, integradora, innovativa, justa y solidaria.

Se ha construido una gobernabilidad supeditada a los equilibrios macroeconómicos, focalizada en el
comercio internacional y en la reducción creciente de la influencia estatal, que condiciona fuertemente al
Estado en el diseño e implementación de sus políticas públicas, protegiendo los intereses del capital por
sobre los de la población chilena, y que no privilegia nuestras históricas relaciones con los países hermanos
de América Latina, con quienes hemos tenido y deberíamos mantener los mejores lazos culturales,
económicos y sociales.
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La evidencia muestra que la reducción de la influencia del Estado y los Servicios Públicos en materias de
regulación y fiscalización en sectores en donde empresarios privados han demandado y obtenido roles
determinantes, ha generado recurrentemente situaciones de abuso y desprotección que afectan a importantes
segmentos de la población, impidiendo el ejercicio de sus derechos más esenciales, como salud, trabajo,
vivienda, educación, justicia, entre otros, creándose brechas de inequidad, daño y exclusión social, de las
cuales, paradojalmente, casi siempre  terminan haciéndose responsables a los organismos del Estado y
sus Servicios Públicos, con el consiguiente costo de imagen y credibilidad.

El sostenido crecimiento económico del país,acompañado de políticas públicas focalizadas, han reducido
los niveles de pobreza e indigencia en el país; no obstante, las bondades del crecimiento no logran disminuir
sino que por el contrario, profundizan los graves problemas de desigualdad y una de sus más nefastas
consecuencias: la vergonzosa distribución del ingreso. En Chile el 10% más rico de la población percibe
ingresos 35 veces más altos que el 10% mas pobre. Esto deja de manifiesto que existe una matriz
socioeconómica y cultural de la desigualdad en nuestra Sociedad, que la administración del modelo neoliberal
de los Gobiernos de la Concertación ha profundizado.

El trabajo y el empleo se hace cada día más precario, constituyéndose en un factor importante que explica
la tremenda brecha entre ricos y pobres.  El seguro de cesantía, la creación de más juzgados laborales y
de cobranza previsional, y la reducción de la jornada laboral, son avances reconocidos en materia laboral,
pero en lo absoluto son suficientes y no abordan la problemática de manera estructural.

El 70% de la población recibe salarios insuficientes que le impiden tener una calidad de vida digna; sólo
el 32,1% de las/os chilenos tiene un empleo decente, con remuneración justa, contrato y cotizaciones al
día; miles de trabajadores/as son subcontratados y se desempeñan en las condiciones más precarias, sin
amparo de las leyes y con ínfima seguridad social. Esto se ve acrecentado por la cultura empresarial, que
vulnera impunemente las leyes laborales y sociales, con múltiples y escandalosas prácticas antisindicales,
y externaliza actividades propias de las empresas para abaratar costos.

No se crean nuevos empleos al ritmo necesario y quienes laboran sufren prolongadas jornadas de trabajo.
Muchas familias trabajadoras, incluyendo a amplios segmentos medios, viven la incertidumbre y la
desprotección frente a los riesgos sociales.

En el Sector Público sobre un 45% de la fuerza laboral tiene empleos temporales, precarios y sin carrera
funcionaria. Miles de funcionarias/os a contrata y a honorarios dan cuenta de esta realidad. En la última
década la brecha salarial se ha duplicado, a pesar de las mejoras logradas por las organizaciones sindicales.
Los estilos de dirección mantienen enclaves autoritarios que se reflejan en la falta de voluntad de las
autoridades para implementar políticas participativas en la fijación de las condiciones laborales, económicas
y sociales de los/as trabajadores públicos y en los procesos de reforma del Estado. Los directivos públicos
que han sido designados en estos últimos años se caracterizan por haber aprendido lo más condenable
de la dictadura: formas de gestión verticales, autoritarios, desligados del respeto y el trabajo en equipo.
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La deshumanización del trabajo se ha instalado de manera vertiginosa y las personas se transforman en
un insumo más de la cadena productiva. Los criterios económicos priman por sobre las necesidades de
la población.

La protección social bajo el esquema de las políticas liberales implementadas desde hace más de veinte
años, dejan al descubierto las serias limitaciones y carencias del sistema, que en lo sustancial remiten sus
beneficios sólo a la cuarta parte de la población de mayores ingresos.

En el sistema privado de pensiones, las AFP, poco menos de la mitad de la población no obtendrá ningún
tipo de beneficios.  La población no atendida por las AFP se verá obligada a recurrir a pensiones asistenciales
otorgadas por el Estado.  Por otra parte,  una gran mayoría de las/os trabajadores que perciben bajos
salarios tendrán un ahorro previsional que no les permitirá superar la pensión mínima garantizada.

La inequidad del sistema se agudiza para alrededor de un 3% de las/os afiliados, a quienes sus empleadores
les descuentan las imposiciones pero no las cancelan a la AFP; para 8 de cada 10 mujeres, cuyo rol materno
les origina una escasa cobertura; y para todos los cotizantes, por las altas comisiones que cobran las AFP
-que superan el 20% de lo cotizado por administrar el
otro 80%-, la escasa competencia, y la falta de regulación del mercado, en el cual solo tres administradoras
concentran el 79% de los afiliados.

Particularmente dramática es la situación que afecta a  más de 150 mil trabajadoras/es del Sector Público,
quienes fueron forzados a abandonar el antiguo sistema de reparto (INP), y se encuentran impedidos de
jubilar ya que percibirían como pensión un tercio de su remuneración en actividad, lo que les condena a
una vejez de indigencia o a morir en sus puestos de trabajos. La nula voluntad de los gobiernos de la
concertación para dar solución a estos/as compañeros/as impacta gravemente las relaciones laborales en
la Administración Pública, y denigra la vida de los/as funcionarios/as que aspiran a una vejez digna.

La educación, se articula como un sistema formal segmentado y sujeto a subvenciones estatales de escaso
valor en relación con los requerimientos de un estudiante promedio. El Informe Mundial sobre Desarrollo
Humano señala que Chile se encuentra entre los países que menos recursos públicos destina a educación
como porcentaje de su Producto Interno Bruto (PIB), alcanzando sólo el 3,9 % del PIB.

El principal problema radica en la calidad de la educación para unos y para otros. La brecha en los puntajes
promedio del SIMCE, muestran que entre un alumno de un colegio municipal y otro particular pagado llega
a ser de 60 y 87 puntos. En la PSU, la diferencia es de más de 100 puntos. De los 200 establecimientos
con mejores rendimientos, sólo cinco son municipales y son de las comunas de Providencia y Santiago.
En el 93,2% de los liceos municipales se obtuvo un puntaje promedio inferior a 450 puntos, por lo tanto,
estos jóvenes no pudieron ingresar a las universidades estatales.
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Desde que el sistema educacional se transformóen un supermercado y la educación en una mercancía
altamente valorada, la capacidad de pago ha pasado a ser la variable clave para determinar el tipo de
educación que reciben los niñas/os y jóvenes chilenos.  Esta lógica, que por cierto afecta a los jóvenes de
familias de ingresos bajos y menores, minimiza el aporte que la educación debe hacer en la promoción de
ciudadanos democráticos con igualitario acceso a un pleno desarrollo y calidad de vida.

En materia de salud,desde la dictadura se ha consolidado un sistema segmentado entre lo público y lo
privado, lo que se ratifica al observar las diferencias en la calidad, la humanidad y, por cierto, la dignidad
en la salud que se le entrega a la población según el sector al que pertenece.

Más del 80% de los chilenos/as se atiende en el sistema de salud público, pacientes que pertenecen a la
población más riesgosa y vulnerable, de los cuales un alto porcentaje vive en situación de pobreza.  Por
el contrario, el sistema privado solo atiende al 20% de la población, siendo éstos de menor riesgo y de
mayores ingresos, constituyéndose en uno de los negocios más lucrativo en nuestro país.

En Chile se gasta el 7% del PIB en salud.  El 3,1% se asigna a la atención del 80% de las/os chilenos de
menores ingresos. El restante 3,9% es captado por las isapres (tres mil doscientos millones de dólares
anuales), lo que representa exactamente todo el aporte de Codelco al Estado de Chile. Estos recursos son
destinados a un sistema privado que obtiene considerables ganancias, que abusa y discrimina a parte
importante de sus afiliados, siendo las mujeres y la tercera edad los sectores más vulnerables

En definitiva se propicia una educación para ricos y otra para pobres; un sistema de salud que ofrece
Fonasa para unos, Isapres para otros; empleosde primera y segunda categoría, fomentando la desregulación
y desprotección del trabajo; jubilaciones dignas sólo para un pequeño segmento de la población. Al mismo
tiempo, las diferencias étnicas, sexo, raza o nacionalidad originan una flagrante discriminación en las
oportunidades de trabajo y afecta el derecho a una vida digna.

Por otro lado, la concentración del podereconómico implica que cada vez sea más difícil construir una
Sociedad democrática. Golpea la conciencia ciudadana el enriquecimiento de los grupos familiares, de los
holdings intermedios y de las corporaciones internacionales, que se potenciaron con la dictadura y se
consolidaron con los gobiernos de la concertación.  Junto a ellos, existe un monopolio de los medios de
comunicación que pertenecen a grupos económicos. Los dueños de los principales medios comparten el
neoliberalismo en lo ideológico y el conservadurismo en lo valórico y tienden a anular la diversidad política
y cultural de la Sociedad. Uno de sus principales objetivos ha sido tratar de instalar  en la población la
seudo verdad que, respecto al actual modelo económico, social, cultural, no hay alternativa posible.

.
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La concentración  de capitales se ve favorecida por políticas de Estado, leyes laborales, privatización de
empresas y servicios, lo que genera condiciones para la intervención de poderes fácticos en todos los
ámbitos de la economía, servicios sociales e, incluso, en lo político

Todo esto incrementa los miedos y la pérdida de orientación respecto al lugar de cada cual en la Sociedad
y al ejercicio de los derechos y los deberes personales, sociales y cívicos. La droga se ha expandido.
Emerge una delincuencia más dura, la que cuenta con un permanente caldo de cultivo en la reproducción
de la exclusión y la pobreza.

III . LAS EXIGENCIAS DEL MUNDO POPULAR.

Nuestra Sociedad se hace cada vez más exigente y no acepta que los poderosos permanezcan impunes
frente a abusos de toda índole, como tampoco que las instituciones públicas no cumplan sus roles o no
usen correctamente los recursos de todos.

Ha emergido la exigencia de no permitir el abuso de niños vulnerables e indefensos, y desde donde debemos
asumir el desafío de erradicar las peores formas de trabajo infantil (Convenio 183º de la OIT, ratificado por
Chile el año 2000), referidas a niñas/os y adolescentes menores de 18 años, que son víctimas de la
explotación de adultos, en actividades económicas que les ocasionan daño físico, psicológico y moral.

Los chilenos rechazan a los que están dispuestos a que se venda sexo, pero no a difundir salud; a los que
no se inmutan con las discriminaciones; a los que creen que el dinero o el poder político da títulos para
dominar y ofender o para ponerse por sobre la ley; a los que no se conmueven un ápice con la desgracia
del que se encuentra dificultades desde siempre o por circunstancias de la vida. Los chilenos condenan y
rechazan crecientemente a quienes se creen dueños de Chile porque son económica o políticamente
poderosos.

Se vuelve cada vez más manifiesta la exigencia de respetar los derechos de los trabajadores
consagrados en las leyes y de construir nuevos derechos sociales. Los chilenos quieren recibir los
frutos del progreso que en justicia les corresponde.

Aspiran a establecer una Sociedad justa en la que prevalezca una plena democracia política, social,
económica y cultural, que garantice a todos igualdad en dignidad, oportunidades y derechos; que permita
a todos desarrollar fraternalmente sus proyectos de vida, acceder a medios de vida dignos y a las diversas
expresiones de la cultura.

Una Sociedad basada en el respeto irrestricto de los derechos humanos, personales y sociales; con
igualdad social entre los géneros y opuesta a la discriminación de la mujer, la xenofobia, la discriminación
étnica, cultural, y las minorías sexuales; que se comprometa con las futuras generaciones, quienes ven
amenazadas su acceso al patrimonio ambiental por la depredación de los recursos naturales.
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I V. NUESTRA ASPIRACION: UN PAÍS PARA TODOS LOS CHILENOS Y CHILENAS.

La Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, ANEF, con su historia de lucha democrática y social, con
el legado de sus grandes líderes, como Clotario Blest y Tucapel Jiménez, y con la fuerza moral de sus
principios y su unidad, advierte que es el momento de innovar y renovar para resolver los graves problemas
de equidad y falta de oportunidades, pero además, para modificar sustancialmente las lógicas políticas que
se han implementado durante los últimos años, y que cada vez alejan a la población chilena de la vida
pública del país.

Los chilenos y chilenas debemos levantar valores y principios que sustenten un proyecto de transformación
de la Sociedad chilena con amplia mayoría social y política. Esto implica el pleno ejercicio de los derechos
actualmente existentes, la conquista de nuevos derechos civiles y políticos, y avanzar hacia nuevos derechos
sociales, económicos, ambientales y culturales para las/os trabajadores, las minorías étnicas, las/os niños,
ancianos, las mujeres, las/os jóvenes, los que deben ser consagrados por un nuevo orden constitucional,
producto de un auténtico pacto social.

Una nueva cultura de las libertades.

Se trata de construir no una democracia estáticamente concebida, en pugna con el proceso histórico, sino
de una democracia viva, que se va modificando progresivamente, de acuerdo con las cambiantes circunstancias
de la existencia societal.

Una Sociedad cuyo eje central sea el ejercicio de derechos en pro de la calidad de vida humana, una
democracia que fortalezca la responsabilidad colectiva, que valore y fomente culturas y formas de convivencias
pacíficas y justas, con una alta valoración de lo público y de la política, que fortalezca el tejido social y que
respete la diversidad. Una democracia con real representación de la población y para ello es urgente poner
fin al sistema de representación binominal que excluye y margina a importantes sectores políticos y sociales
de nuestro país.

Reclamamos una Sociedad más equitativa y para ello es necesario avanzar significativamente en la
democratización de todas las estructuras del país y especialmente en lo que corresponde a la distribución
del poder. Es fundamental que se generen condiciones para extender, repartir y compartir el poder. Es
necesario diseminar el poder desde el Ejecutivo al Legislativo; desde el Estado a los ciudadanos, y de los
ciudadanos hacia otros poderes del Estado; desde los partidos políticos hacia las organizaciones sociales;
desde las empresas a los consumidores; y desde los empresarios a los trabajadores. Aspiramos un nuevo
acuerdo social que abra explícitamente a las/os ciudadanos a la responsabilidad y el derecho a tener
injerencia efectiva en la construcción de lo público.
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En la expansión de las libertades y en el respeto del pluralismo está la riqueza de una Sociedad que
reconoce a todos los mismos derechos y no acepta la discriminación social, sexual o racial. Consideramos
el pluralismo como un valor superior que enriquece a las personas y a la Sociedad en su conjunto, el que
debe ser consagrado por el carácter laico del Estado democrático. La ética democrática y pluralista rompe
los esquemas y prejuicios del pasado al reconocer al pueblo como soberano y al fundarse en el principio
de la igual dignidad y derechos de todos los ciudadanos y habitantes.

Se debe avanzar hacia una nueva Constituciónque consagre con legitimidad -de la que carece, un Estado
democrático y social de derecho, de carácter unitario descentralizado. La nueva Constitución debe consagrar
una estructura moderna y progresista de deberes y derechos, incluyendo los derechos civiles, políticos,
sociales, económicos, ambientales y culturales, que establezca el carácter pluralista de la representación,
un mayor equilibrio de poderes, fortalezca la probidad y transparencia de las instituciones, amplíe las
competencias de municipios y regiones, establezca la plena independencia de la justicia y expanda la
protección de los derechos humanos. Una Constitución  que reconozca la iniciativa popular de la ley, la
participación ciudadana en las decisiones públicas a través del Plebiscito, y que reemplace el sistema
electoral binominal  por otro que no impida la representación de la diversidad del país.

Es preciso otorgar derechos a los pueblos originarios, para que éstos accedan a una plena capacidad de
auto representación, la preservación de su identidad y diversidad cultural y una efectiva igualdad de
oportunidades, avanzando de una vez a su reconocimiento constitucional largamente postergado y a la
adopción del Convenio 169 de la OIT de reconocimiento de los pueblos indígenas.

La expansión de las libertades también se manifiesta  en el acceso a las diversas manifestaciones de la
cultura, incluyendo la existencia de medios de comunicación plurales, el apoyo a la creación y el impulso
a la industria de contenidos culturales, en el contexto del desarrollo acelerado de las nuevas tecnologías
de la información y de los soportes digitales de la creación artística y cultural.  La cultura, concebida como
un universo de prácticas e ideas emanadas de una Sociedad en permanente evolución, produce el cambio
incesante de ésta y enriquece a los seres humanos.

No se debe olvidar que en una Sociedad no existe libertad verdadera, ni libertad para elegir, cuando las
oportunidades para el desarrollo de las personas son amplias para unos pocos y restringidas para la
mayoría.

Por tanto se necesita una ciudadanía organizada, fuerte y unida, con más conciencia y acción colectiva.
Es preciso extender la organización social a todo el territorio nacional, fortalecer su espíritu unitario y
participativo, potenciar los lazos del movimiento social, de los pobladores, mujeres, sindicalistas, campesinos,
jóvenes, artistas y creadores, pueblos indígenas, para construir un gran sujeto social protagónico.
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Equidad e igualdad de oportunidades.

Reclamamos un país con distribución equitativa de la riqueza, con justicia personal, social y cultural; que
incremente el gasto público y grave con impuestos reales a las enormes utilidades del capital. Para ello
es preciso avanzar hacia una economía dinámica y eficiente al servicio de la igualdad. En la era de la
economía digital y del conocimiento, el mundo social postula promover el acceso de todas y todos al
desarrollo, mediante la extensión de los servicios y bienes públicos, la expansión de la economía social y
solidaria, y la redistribución de los ingresos y las oportunidades.

La estructura económica debe ser corregida, incrementando los impuestos directos por sobre los indirectos,
que penalizan en mayor proporción a los sectores de ingreso bajos y medios.  Es justo aplicar un impuesto
al uso de los recursos naturales y la eliminación de las franquicias tributarias en el impuesto a la renta. Es
una necesidad impostergable aplicar un derecho al uso de los recursos mineros y a los recursos naturales
que pertenecen a todos los chilenos.

La política económica debe propender al logro de un círculo virtuoso de crecimiento con justicia e igualdad,
acompañado de políticas estructurales de formación de capacidades humanas y sociales; de amplia e
innovadora difusión de las nuevas tecnologías de información y comunicación, y de expansión de las
infraestructuras.

Queremos un Chile con relaciones laborales modernas, que fomente el empleo decente, con salarios que
aseguren una vida digna, que resguarde los derechos de las/os trabajadores, con un sistema de negociación
colectiva real y en igualdad de condiciones, que reduzca la actual e histórica asimetría de poder que existe
entre el empresariado y las/os trabajadores. Una producción de bienes y servicios que debe estar acompañada
de la responsabilidad social de las empresas y de la igualdad de oportunidades económicas y que proteja
el medio ambiente.

Es preciso afianzar los contratos de duración indefinida y extender el derecho a la negociación colectiva y
a la huelga, ampliando sus ámbitos a materias como la higiene, la seguridad y la capacitación, para hacer
efectiva la incidencia de las/os trabajadores privados y públicos organizados sobre sus condiciones de
trabajo.

Se requiere establecer normas que obliguen a las empresas a proteger la salud humana, los ecosistemas,
el entorno urbano y respetar las obligaciones con los consumidores, que regule a las micro, pequeñas,
medianas y grandes empresas para actuar con responsabilidad social, y que avance a una disminución
efectiva de las contaminaciones y el tratamiento eficaz de los residuos industriales.
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Se debe realizar una vasta transformación a la protección social, que asegure que todas las familias chilenas
puedan disponer de ingresos básicos más allá del mercado; de una protección sólida frente a los riesgos
de desempleo,  enfermedad y vejez.

Demandamos una profunda Reforma Previsionalque asegure una vejez digna para todas/os las/os chilenos,
fundada en la solidaridad y que elimine la concepción mercantil del actual sistema.

Reclamamos una Educación de calidadpara nuestros niños, niñas y jóvenes, a través de políticas públicas
que fortalezcan la educación municipal y garanticen el acceso y financiamiento de la educación superior.

Aspiramos a un sistema de salud que garantice atención de calidad y cobertura a todas las patologías que
afectan a la población chilena; que fortalezca el sistema público en todo el país, con mayores recursos e
infraestructura y regule al sistema privado, eliminando la discriminación hacia las mujeres, los adultos
mayores y a los que padecen enfermedades catastróficas. En especial de aquellas/os que se ven afectados
 por la gran cantidad de patologías que el AUGE no cubre en su “canasta de garantías explícitas”.

Reclamamos un país con regulación firme y clara sobre la relación del dinero y la política,
que garantice la neutralidad del capital en la fijación de las políticas públicas.

Seguridad y calidad de vida con más descentralización.

Es imprescindible avanzar a una nueva etapa de descentralización del país. En primer lugar, cabe fortalecer
las regiones y provincias, entregándoles nuevas atribuciones en materia de planificación territorial, educación,
salud, transporte, medioambiente, ciencia y tecnología.

En este marco el municipio debe ser el nexo directo de la administración estatal con las/os cuidadanos y
ser un real prestador de servicios a la comunidad, mejorando sus capacidades, eficiencia, probidad, recursos,
y, sobre todo, el compromiso de servir a las/os ciudadanos con trato digno, rápido y sin burocracia. Estas
definiciones exigen la modernización de su organización y gestión, especialmente, las formas participativas
las que deben reformularse para fortalecer las intervención de la mundo social local.
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V . UN ESTADO DEMOCRATICO Y PARTICIPATIVO.

La ANEF sostiene como imperativo ético y social la construcción de un Estado democrático, activo,
participativo, solidario, responsable del ejercicio efectivo de los derechos y libertades personales y sociales.
Agente y promotor de la igualdad de oportunidades y del pleno desarrollo del país. Dotado de una efectiva
capacidad para regular y fiscalizar, garantizando el bien común y posibilitando una estrategia de desarrollo
integral con calidad de vida para todos los ciudadanos, asegurando las condiciones para el pleno ejercicio
de sus derechos políticos, económicos, sociales, laborales y culturales. El Estado es el mas efectivo garante
de los derechos humanos.

Valoramos al Estado como el instrumento más eficaz para asegurar y garantizar el acceso a los bienes y
servicios esenciales como vivienda, educación, salud, seguridad social, cultura, que permiten el desarrollo
y realización de los ciudadanos como personas dignas y plenas.

El Estado que propiciamos es el único garante del principio de la solidaridad, que le obliga a recurrir en
ayuda de las/os chilenos que transitoria o permanentemente se encuentran impedidos de satisfacer sus
necesidades más vitales, y a facilitar y promover el ejercicio de la justicia social en el marco de un proceso
sostenido de distribución equitativa de los ingresos, la riqueza y los beneficios del progreso.

Rechazamos las visiones neoliberales y excluyentes que creen que modernizar es  privatizar, traspasando
sus funciones al mercado; así como deploramos a quienes desprestigian la función pública y usan al Estado
para privilegiar intereses ajenos a las/os ciudadanos.

NUESTRO EMPLAZAMIENTO A LAS/LOS CANDIDATAS/OS
A LA PRESIDENCIA Y EL CONGRESO DE LA REPUBLICA

Las y los trabajadores públicos, reafirmamos nuestro compromiso y vocación de Servicio Público que
privilegia el pleno ejercicio de los derechos de la Sociedad Chilena, especialmente de los sectores más
postergados, que involucra la defensa de las instituciones públicas, la probidad, la transparencia, y  la
entrega de servicios de calidad a la ciudadanía.

Por ello, en el marco de las ideas y proposiciones expuestas anteriormente,  del debate y los planteamientos
que los candidatos a  la Presidencia de la República exponen al país, las y los trabajadores de la Administración
Central del Estado, les emplazamos a comprometer solución a las demandas y reivindicaciones que afectan
su vida laboral, social y económica, en los siguientes términos:

Participación activa en los procesos de reforma y modernización del Estado, garantizando el pleno
ejercicio de los protocolos que se han suscritos con nuestra organización. Las/os funcionarios somos
quienes en definitiva hacemos posible la ejecución de las políticas públicas, tenemos experiencia en la
Administración Pública, conocemos nuestro trabajo y las necesidades de la ciudadanía, por lo tanto, debemos
ser los principales actores en la definición de las políticas y acciones modernizadoras, interviniendo junto
a la ciudadanía en instancias formales y legales que deben crearse para tales efectos.
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Relaciones laborales modernas, que implemente la Negociación Colectiva y el Derecho a Huelga para
el Sector Público, dando plena vigencia a los Convenios de la OIT suscritos por el Estado Chileno,
especialmente el 151o. Estableciendo un sistema de relaciones laborales que fomente su carácter bipartito
y garantice los derechos de participación de las organizaciones representativas de las/os funcionarios en
los Comités de Capacitación, de Higiene y Seguridad, Juntas Calificadoras, Servicio de Bienestar, Concursos
de Ingreso y Promoción, y en todos los ámbitos que incidan en las condiciones laborales, sociales y
económicas de las/os trabajadores;  sancione las prácticas antisindicales, el acoso laboral y el maltrato a
los trabajadores; y asegure el pleno respeto de la dignidad de las/os funcionarios públicos.

Democratización y modernización del Estatuto Administrativo, y de todas las normas legales atingentes
a los/as trabajadores/as públicas, con el objetivo de hacerlas compatibles con los actuales estándares de
justicia, eliminando las disposiciones que generan desigualdad, injusticia y discriminación, para permitir
consagrar y fomentar la transparencia, participación, y el pleno ejercicio de los derechos laborales, sindicales,
maternales, previsionales, sociales y económicos.

Estabilidad Laboral para el conjunto de trabajadores públicos, incorporando al mas del 45% de
trabajadoras/es  quienes hoy detentan empleos a contrata u honorarios, con contratos de trabajo temporales
y precarios, expuestos a ser objetos de abuso y arbitrariedades, sin derecho a carrera funcionaria y muchos
totalmente carentes de derechos laborales y protección social, cumpliendo lo establecido por la ley del
Estatuto Administrativo que norma que las dotaciones deben estar constituidas por 80% de personal de
planta y 20% de contratas.
Esa disposición se está vulnerando año a año mediante la ley de presupuesto, haciendo de la excepción
una práctica regular. De esa misma forma se puede hacer justicia, haciendo también  regular que ese
personal sea recontratado automáticamente, siempre que no se encuentre en Lista 4 o, por segunda vez,
en Lista 3. La solución mayor es reformar las leyes de los Ministerios y Servicios para ajustar las dotaciones
a sus reales requerimientos, y terminar con la nefasta norma de que por cada dos funcionarios que jubilan
sólo se reemplaza a uno.

Políticas Integrales de Personal, que privilegien el desarrollo integral de las personas que laboran en el
Estado, fundadas en una carrera funcionaria transparente y objetiva, que fomente la participación y la
igualdad de oportunidades, con real reconocimiento al mérito y la experiencia, que aumente significativamente
la inversión en formación y capacitación contínuas, duplique el número de becas de  pre grado y pos título,
y contemple la acreditación del desarrollo del personal obtenido a través de la gestión y el cumplimiento
de sus funciones.

Autoridades nombradas por equilibrio técnico-político, para aquellos cargos no incluidos en la Alta
Dirección y que continúen siendo nombrados como representantes del Presidente de la República, se exija
el perfil técnico requerido y capacidades de gestión efectivas, aún cuando correspondan a nominaciones
de carácter político. No obstante, se requiere un criterio de amplitud para considerar a quienes procedan
del mundo independiente y  cuyas competencias les hagan aptas/os para el cargo. El abuso del cuoteo
político hasta en las más minúsculas esferas del poder ha venido generando un muy negativo impacto en
el clima organizacional y la calidad de la gestión de los Servicios Públicos.
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Remuneraciones Dignas y Equitativas, que disminuyan la vergonzosa brecha salarial que se profundizó
agudamente a partir de la normativa que legalizó los sobresueldos y estableció la alta dirección pública,
empeorando la tremenda inequidad interna del sistema de remuneraciones del Sector Público, y respecto
al Sector Privado.

Esto requiere una profunda modificación del sistema de remuneraciones, que fue creado hace 30 años,
reconociendo el valor y la dignidad de la función pública, la justicia y correcta distribución del ingreso, mejore
los salarios de las/os funcionarios públicos de acuerdo a funciones, responsabilidades y desempeño en
regiones, y considere el rango de las similares que se obtienen en el área privada y el beneficioso impacto
que tendría en las prestaciones y la calidad de los Servicios. Los cálculos de los montos y beneficios deben
tener estrecha correspondencia con el principio de la equidad.

En las regiones y provincias es imprescindible  que la formula de cálculo de la Asignación de Zona se
asimile a la que perciben las Fuerzas Armadas y/o el Poder Judicial .  Asimismo, las características de
aislamiento, por las distancias y alto costo de vida, de la I y II Regiones deben ser  reconocidas con el pago
de  las asignaciones especiales contempladas para las regiones del extremo sur de Chile.

Urgente Solución al Daño Previsional,que afecta a más de 150 mil funcionarios/as -quienes se vieron
obligados a cambiarse desde las ex Cajas de Previsión a las AFP durante los primeros años de la implantación
de éstas-, que sea compatible con el Incentivo al Retiro establecido en la Ley 19.882,  y beneficie a quienes
se han visto obligados a jubilar desde Noviembre del 2003, mediante un mecanismo que posibilite su retiro
con una pensión equivalente a la que obtendrían si, no habiendo sufrido tal perjuicio, se hubieran mantenido
imponiendo en el INP hasta su jubilación.

Establecer una Reforma al Sistema Previsional, mediante la instalación de una Mesa de Trabajo Tripartita,
que discuta y proponga un nuevo sistema bajo administración estatal, con participación de todos los actores
involucrados, que privilegie la solidaridad, y considere los aportes del Estado, empleadores y trabajadores.

Plan de Igualdad de Oportunidades para el Sector Público, orientado al diseño e implementación de
políticas que se hagan cargo de la realidad de las mujeres trabajadoras,  fomenten su total inserción en
la vida laboral del Sector y elimine todas las formas de discriminación en la Administración Pública. Asimismo
se debe propender a la integración de las minorías étnicas, los discapacitados y otras expresiones culturales
y sociales, propias de la diversidad y pluralidad del país.

Fondo de Fomento a las Organizaciones Sindicales del Sector,  cuyo objetivo sea el empoderamiento
de las/os trabajadores públicos, a través de sus instancias de representación sindical como actores relevantes
en la determinación y gestión de las políticas públicas y sus condiciones de trabajo. También es preciso
introducir reformas a la Ley 19.296, de asociaciones gremiales, que la hagan más operable y acorde con
las libertades y derechos sindicales para el Sector Público establecidos por la OIT y se han refrendados
por el Estado Chileno.
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NUESTRA VOLUNTAD:   LUCHAR POR NUESTROS DERECHOS, IDEAS Y PROPUESTAS.

Las y los trabajadoras/es públicos agrupados en la ANEF nos sentimos con la vocación, el derecho, el

compromiso y la responsabilidad de ser, pensar y actuar como sujetos plenos de prerrogativas y libertades

personales, sociales y ciudadanas y, por tanto, de aportar activamente al avance humanista, democrático,

justo, igualitario, solidario y fraterno de nuestra Patria.

Nos sentimos animados por una firme voluntad de luchar, como un actor social protagónico en el seno del

Mundo Social al que pertenecemos, en pos de nuestros objetivos específicos, bajo el convencimiento de

que sólo los lograremos en el marco de una amplia y profunda transformación de Chile entero, para

convertirlo un país potente, amistoso, acogedor, decente y digno para todos sus habitantes.

Esta es una tarea de honor e indelegable del conjunto del movimiento social de nuestra nación, de todas

y todos los chilenos. Entonces, sin dilación, por nuestros padres, por nuestros hijos, por nosotros mismos...

¡Manos a la obra!
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COMPROMISOS DE LA CANDIDATA A PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE
CHILE

DRA. MICHELLE BACHELET
 CON LA AGRUPACION NACIONAL DE EMPLEADOS FISCALES ANEF

El 4 de Agosto de 2005, la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales ANEF, dio a conocer a los 
candidatos a la Presidencia de la República, las principales demandas de los/as trabajadores/
as del Sector Público con miras al próximo Gobierno.

El documento un ”Proyecto País de Mayorías”, que contiene estas demandas, nos emplaza a 
profundizar la democracia, a resolver las profundas inequidades y la falta de oportunidades que 
afectan a la mayoría de la población chilena, a fortalecer el rol del Estado y de sus instituciones, 
a dignificar la función pública y a sus trabajadores/as.

Las reivindicaciones formuladas por la ANEF, tal como lo señalé el mismo 4 de agosto, son en 
su mayoría, acogidas en mi Programa de Gobierno, asumiendo formalmente con la máxima 
organización de trabajadores del Sector Público, mi compromiso en los siguientes términos:

Profundizar el sistema democrático, eliminando el sistema binominal, propiciar la inscripción 
automática, el voto voluntario,  el derecho a sufragio de los chilenos en el exterior y que los 
dirigentes sindicales puedan ser electos en cargos de representación popular. Impulsaremos con 
fuerza la participación ciudadana y promoveremos la iniciativa popular de ley, los presupuestos 
participativos, la elección de los Consejeros Regionales y la creación de la figura de Presidente 
del Gobierno Regional.  

Fortalecer las instituciones públicas con el objeto de contar con un Estado, que resuelva las 
desigualdades y que efectivamente garantice a los chilenos y chilenas una mejor calidad de 
vida, más justicia, más salud, más educación, más vivienda. Mi compromiso es trabajar para que 
nuestro Estado sea potente, capaz y con funcionarios/as completamente comprometidos.

Dignificar en forma permanente la función pública y a sus funcionarios, para contar con funcionarios 
comprometidos, se requiere que éstos cuenten con condiciones laborales mejores, más dignas, 
con mejores remuneraciones, con proyecto de desarrollo, a través de una real carrera funcionaria, 
con reconocimiento social y al interior de su propia institución. 

Para el logro de estos objetivos, mi compromiso es: 

• Resolver la inestabilidad y precariedad del empleo en la Administración Pública, debido 
al alto porcentaje de personal a contrata u a honorarios, a través del envío de leyes que 
permitan tener plantas que efectivamente respondan a las necesidades y requerimientos de 
las instituciones, dando cumplimiento a lo establecido en el Estatuto Administrativo.

• Mejorar las remuneraciones de las y los funcionarios públicos, de acuerdo al crecimiento 
económico del país y resolver las inequidades en el cálculo de la Asignación de Zona.

• Una profunda reforma al sistema de pensiones que permita que todas las chilenas y chilenos 
tengan pensiones dignas y decentes. Esta reforma incluirá la participación ciudadana, de las 
organizaciones y de todos los sectores involucrados. Mi compromiso es que una de las primeras 
medidas será nombrar de inmediato un Consejo de Reforma Previsional, con la participación 
activa de todos y sin duda de la ANEF.



• Implementar a la brevedad un mejoramiento de las condiciones de retiro de los funcionarios 
públicos, en base al proyecto en trámite en el Parlamento, y dar prioridad a una solución 
adecuada a los funcionarios que fueron afectados por el Daño Previsional causado en los 
años 80, instruyendo al Consejo de Reforma Previsional que incluya el tratamiento de este 
tema en su labor y proponga medidas pertinentes, de acuerdo con una política de gasto 
público acorde con un manejo responsable de la economía y del gasto fiscal. 

• Trabajar, junto a la ANEF, una nueva Ley de Trato Laboral, que se haga cargo de los 
problemas de la actual normativa y que aborde la carrera funcionaria en forma integral, 
perfeccionando los sistemas de concursos, la capacitación, los sistemas de becas, la 
participación, entre otras.

• Promover la participación de las y los trabajadores en los procesos de modernización de las 
instituciones del Estado, ampliar los espacios institucionales de participación con derecho a  
voz y voto  para las asociaciones de funcionarios y empleados públicos en general, y regular 
los actuales espacios de participación. 

• Establecer un marco regulatorio que institucionalice la Negociación Colectiva en el sector 
público de acuerdo al Convenio 151 de la OIT, asegurando condiciones igualitarias en 
las capacidades de negociación, estableciendo mecanismos de solución de conflictos 
reconocidos por la OIT, y sanciones a las prácticas antisindicales al interior del Estado.

MICHELLE BACHELET JERIA

Santiago, 07 de Enero de 2006

RECIBE:          RAUL DE LA PUENTE PEÑA
 PRESIDENTE NACIONAL A.N.E.F.



CONVENIO Nº 35 

 

La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo:  

Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del 
Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 8 junio 1933 en su decimoséptima reunión;  

Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas al seguro obligatorio 
de vejez, cuestión que está comprendida en el segundo punto del orden del día de la 
reunión, y  

Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un convenio 
internacional,  

adopta, con fecha veintinueve de junio de mil novecientos treinta y tres, el siguiente 
Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre el seguro de vejez (industria, 
etc.), 1933, y que será sometido a la ratificación de los Miembros de la Organización 
Internacional del Trabajo, de acuerdo con las disposiciones de la Constitución de la 
Organización Internacional del Trabajo:  

Artículo 1  

Todo Miembro de la Organización Internacional del Trabajo que ratifique el presente 
Convenio se obliga a establecer o a mantener un seguro obligatorio de vejez en 
condiciones por lo menos equivalentes a las previstas en el presente Convenio.  

Artículo 2  

1. El seguro obligatorio de vejez se aplicará a los obreros, empleados y aprendices de las 
empresas industriales, de las empresas comerciales y de las profesiones liberales, así 
como a los trabajadores a domicilio y del servicio doméstico.  

2. Sin embargo, cada Miembro podrá establecer en su legislación nacional las 
excepciones que estime necesarias en lo que respecta:  

a) a los trabajadores cuya remuneración exceda de un límite determinado y, cuando la 
legislación no establezca esta excepción general, a los empleados que ejerzan 
profesiones consideradas habitualmente como profesiones liberales; b) a los trabajadores 
que no perciban remuneración en metálico;  

c) a los trabajadores jóvenes, menores de una edad determinada, y a los trabajadores 
que, cuando por vez primera comiencen a trabajar, tengan demasiada edad para ingresar 
en el seguro;  

d) a los trabajadores a domicilio cuyas condiciones de trabajo no puedan asimilarse a las 
de los asalariados;  



e) a los miembros de la familia del empleador;  

f) a los trabajadores que por estar ocupados en empleos de corta duración no puedan 
cumplir las condiciones exigidas para la concesión de las prestaciones y a las personas 
que sólo realicen trabajos asalariados a título ocasional o accesorio;  

g) a los trabajadores inválidos y a los titulares de una pensión de invalidez o de vejez;  

h) a los funcionarios retirados que realicen un trabajo asalariado y a las personas que 
disfruten de una renta privada, cuando el retiro o la renta sea, por lo menos, igual a la 
pensión de vejez prevista por la legislación nacional;  

i) a los trabajadores que durante sus estudios den lecciones o efectúen trabajos 
remunerados a fin de adquirir una formación que les permita ejercer la profesión 
correspondiente a dichos estudios;  

j) a los trabajadores domésticos que estén al servicio personal de empleadores agrícolas.  

3. Además, podrán ser exceptuadas de la obligación del seguro las personas que, en 
virtud de una ley, de un reglamento o de un estatuto especial, tengan o hayan de tener 
derecho, en caso de vejez, a prestaciones, por lo menos, equivalentes en su conjunto a 
las previstas por el presente Convenio.  

4. El presente Convenio no se aplica ni a la gente de mar ni a los pescadores.  

Artículo 3  

La legislación nacional, en las condiciones que ella misma determine, concederá a los 
antiguos asegurados obligatorios que no hubieren alcanzado la edad de retiro uno, por lo 
menos, de los derechos siguientes: continuación voluntaria del seguro o conservación de 
los derechos mediante el pago regular de una prima especial a estos efectos, a menos 
que estos derechos se conserven de oficio o que, en el caso de una mujer casada, se 
conceda al marido, que no esté sujeto a la obligación del seguro, la posibilidad de ser 
admitido en el seguro voluntario, otorgándose así eventualmente a la mujer el derecho a 
una pensión de vejez o de viudedad.  

Artículo 4  

El asegurado tendrá derecho a una pensión de vejez a la edad que fije la legislación 
nacional, edad que en los regímenes de seguro de los asalariados no podrá exceder de 
los sesenta y cinco años cumplidos.  

Artículo 5  

El derecho de pensión podrá sujetarse al cumplimiento de un período de prueba, que 
puede implicar el pago de un número mínimo de cotizaciones a partir del ingreso en el 
seguro o durante un período determinado que preceda inmediatamente a la realización del 
riesgo.  



Artículo 6  

1. El asegurado que dejare de estar sujeto a la obligación del seguro sin haber adquirido 
derecho a una prestación que constituya la contrapartida de las cotizaciones abonadas en 
su cuenta conservará sus derechos con respecto a dichas cotizaciones.  

2. Sin embargo, la legislación nacional podrá invalidar los derechos respecto a las 
cotizaciones al expirar el plazo que comience a transcurrir cuando cese la obligación del 
seguro, plazo que podrá ser variable o fijo.  

a) El plazo variable no deberá ser inferior al tercio de la totalidad de los períodos de 
cotización cumplidos desde el ingreso en el seguro, descontados los períodos que no 
hayan dado lugar a cotización.  

b) El plazo fijo en ningún caso deberá ser inferior a dieciocho meses, y los derechos 
relativos a las cotizaciones podrán caducar a la expiración de este plazo, a menos que, 
antes de dicha expiración, un mínimo de cotizaciones prescrito por la legislación nacional 
haya sido abonado en la cuenta del asegurado, en virtud del seguro obligatorio o del 
seguro voluntario continuado.  

Artículo 7  

1. La cuantía de la pensión se determinará en función o independientemente de la 
antigüedad en el seguro, y consistirá en una cantidad fija, en un porcentaje del salario 
asegurado, o en una suma variable según el importe de las cotizaciones pagadas.  

2. Cuando la pensión varíe según la antigüedad en el seguro, y su concesión esté sujeta al 
cumplimiento de un período de prueba, deberá comprender, a falta de un mínimo 
garantizado, una cantidad o una parte fija independiente de la antigüedad en el seguro; 
cuando la concesión de la pensión no esté sujeta al cumplimiento de un período de prueba 
se podrá fijar un mínimo garantizado.  

3. Cuando las cotizaciones se gradúen de acuerdo con el salario, el salario que haya 
servido de base para la cotización deberá tenerse en cuenta en el cálculo de la pensión, 
sea o no ésta variable según la antigüedad en el seguro.  

Artículo 8  

1. El derecho a las prestaciones podrá caducar, o suspenderse total o parcialmente, 
cuando el interesado realice un fraude contra la entidad aseguradora.  

2. La pensión podrá suspenderse total o parcialmente:  

a) mientras el interesado ocupe un empleo sujeto a la obligación del seguro;  

b) mientras esté mantenido totalmente a expensas de fondos públicos;  



c) mientras disfrute de otra prestación periódica en metálico, adquirida en virtud de una ley 
de seguro social obligatorio, de pensiones o de una indemnización por accidente del 
trabajo o enfermedad profesional.  

Artículo 9  

1. Los asegurados y sus empleadores deberán contribuir a la constitución de los recursos 
del seguro.  

2. La legislación nacional podrá exceptuar de la obligación de cotizar:  

a) a los aprendices y a los trabajadores jóvenes, menores de una edad determinada;  

b) a los trabajadores que no reciban una remuneración en metálico o cuyos salarios sean 
muy bajos.  

3. La cotización de los empleadores podrá no estar prevista en las legislaciones sobre 
seguros nacionales cuyo campo de aplicación no esté limitado a los asalariados.  

4. Los poderes públicos participarán en la constitución de los recursos o de las 
prestaciones del seguro que se establezca en beneficio de los obreros o de los 
asalariados en general.  

5. Las legislaciones nacionales que al adoptarse el presente Convenio no exijan el pago 
de cotizaciones por los asegurados podrán continuar exonerándolos de la obligación de 
cotizar.  

Artículo 10  

1. El seguro se administrará por instituciones que no persigan ningún fin lucrativo, creadas 
por los poderes públicos, o por cajas de seguro de carácter público.  

2. Sin embargo, la legislación nacional podrá igualmente confiar la administración del 
seguro a instituciones creadas por iniciativa de los interesados o de sus agrupaciones y 
debidamente reconocidas por los poderes públicos.  

3. El patrimonio de las instituciones y de las cajas de seguro de carácter público se 
administrará separadamente de los fondos públicos.  

4. Los representantes de los asegurados participarán en la administración de las 
instituciones de seguros en las condiciones que determine la legislación nacional, la cual 
podrá igualmente disponer sobre la participación de representantes de los empleadores y 
de los poderes públicos.  

5. Las instituciones autónomas de seguro estarán sujetas a la vigilancia financiera y 
administrativa de los poderes públicos.  

Artículo 11  


